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RESUMEN
En la actualidad, los páramos y humedales del país se encuentran amenazados por la
implementación de proyectos de minería de oro y plata. El páramo de Santurbán es una región que
en los últimos años se ha visto afectada por proyectos de minería de oro. La prohibición por parte
de la Corte Constitucional de la explotación de estos ecosistemas ha privilegiado la protección de
los recursos naturales sobre el derecho de las empresas mineras; no obstante, el efecto de este tipo
de leyes sobre las comunidades lleva a cuestionar de qué forma la protección ambiental limita el
bienestar y el progreso comunitario en los municipios involucrados. El distrito minero que se
encuentra en los municipios de Vetas y California, aledaños al páramo, vive una situación de
malestar social, debido a una pugna entre las multinacionales, el gobierno y las comunidades
afectadas por seguir con la explotación de recursos en esta parte del país. La problemática social
tiene su origen en la delimitación del Páramo, que se presenta como el primer complejo paramuno
en ser protegido de toda actividad agropecuaria o minera en el país. La situación de los municipios
involucrados ha empeorado desde su delimitación, debido a que se han generado problemas
sociales como el desempleo, deserción escolar, la informalidad económica; otros factores como la
práctica creciente de la minería ilegal, así como la contaminación en las vertientes hídricas de los
ecosistemas paramunos, dejan ver la necesidad de estudiar cuál ha sido el impacto socio-ambiental
desatado en torno a la explotación de la minería en el páramo de Santurbán, específicamente en
los municipios de Veta y California, durante el periodo de 2006 a 2016, y el efecto de la reciente
delimitación.
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ABSTRACT
In Colombia nowadays, paramo and wetlands are ecological systems endangered by mining of
precious minerals. The Santurban paramo is a region that has been affected by gold mining
prospects since the colonial epoch, although recently the scale of exploitation has been accelerated
after industrial mining. After the prohibition of any process of mining promoted by the
Constitutional Court, and once productive boundaries where established, local preservation of
natural resources has been fostered instead of the rights international corporations for mining.
However, the effect upon communities of these legal procedures to protect both the resources and
the environment is bringing about wide discussion on how protection can be pervasive for local
communities traditionally engaged in makeshift mining, besides the real discrepancies around
environmental protection, wellbeing and communitarian development that can sprout in the
municipalities involved. The mining district of Santurban is located within the jurisdiction of both
Vetas and California municipalities, in the protected paramo area itself, where social protests and
unconformities have been flourishing after the decision had effect on both mining international
corporations and the traditional makeshift local enterprises engaged in rudimentary mining as well.
Social unrest brought about includes unemployment, an increase in the number of children
dropping school, a growing number of informal business for basic familiar maintenance, as well as
a increasing number of illegal mining prospects that include traditional makeshift or informal
processes of extraction. Environmental effects include air pollution, the rupture of ecological
balances and systems, and namely the effect in the paramo that works as a natural reservoir and
provides drinking water for a growing urban population in northeastern Colombia. The purpose of
this research is to understand the effect of both the legal framework and territorial boundaries
established to ban mining in the Santurban paramo, in order to assess how these measures have had
an unexpected local effect, in terms of it social and environmental aftermath.
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INTRODUCCIÓN
Los ciclos de bonanza y crisis en la explotación de materias primas constituyen en la actualidad
una de las más significativas fuentes de conflictos en materia política, social, económica y
ambiental. A su vez, los efectos sociales y ambientales que resultan de la explotación sistemática
de recursos no renovables, y el legado de tramos del planeta dejados en estado de deterioro
permanente, permite preguntarse si el precio a futuro del desarrollo hace justificable la escala del
daño ocasionado. Parte del problema nace de errores en lo institucional, lo legal y lo administrativo,
y allí es justamente donde esta investigación centra su atención. El distrito minero conformado por
Vetas y California, municipios aledaños al páramo de Santurbán, vive una situación de malestar
social, debido a la escases laboral que ocasionó la delimitación total del páramo en el año 2016. La
situación económica de los municipios santandereanos involucrados en esta medida ha empeorado
al igual que los efectos negativos sobre el medio ambiente. El propósito de esta investigación es
estudiar los impactos socio-ambientales que se ha desatado en torno a la explotación de la minería
en el páramo de Santurbán entre el año 2006 y 2016. El objetivo es realizar un análisis de los
efectos socio ambientales producto de la legislación con la cual se aprobó la delimitación, y se
prohibió la explotación en este ecosistema. Se pretende dar respuesta a por qué la restricción a este
tipo de actividad productiva suscita prácticas ilegales que afectan las dinámicas de la comunidad y
al mismo tiempo, promueve lógicas de subsistencia que afectan el orden social y ambiental del
territorio.

La investigación que se presenta en esta monografía tuvo como origen la preocupación que ha
surgido por realizar un diagnóstico de la relación que existe entre la dimensión ambiental, y las
problemáticas sociales que afectan al país; la atención se centró particularmente en los años
recientes donde confluyen el auge extractivista, la debilidad del Estado para responder los retos
que impone el desarrollo acelerado, y las respuestas sociales que surgen como efecto del fenómeno.
Como eje principal se toman los lineamientos que determinan una política minera, que enmarcada
en el discurso del desarrollo, ha sido el causante de un número considerable de conflictos socio
ambientales en el territorio colombiano. De acuerdo con esas premisas, esta investigación ofrece
una perspectiva cronológica y analítica de los cambios en el marco legal de la explotación minera
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en el país, su efecto al nivel de las instituciones públicas y privadas involucradas, y desde este
punto de vista se identifican los conflictos sociales y ambientales a nivel local, esto sin desatender
la relación con la escala global.

Los factores del proceso: la inversión extranjera y la predisposición para el desarrollo.
En los circuitos de flujo internacional, por ejemplo, se desatan los ímpetus del mercado de materias
primas, y entre ellas la minería constituye una de las industrias que más contribuye a que las
economías emergentes, o los países más pobres impulsen sus economías y mejoren los indicadores
del desarrollo. Desde la década de 1990 la Inversión Extranjera Directa (IED) se incrementó en el
país, un proceso con el que se diversificó el destino sectorial de los capitales. Según el informe
presentado por el Banco de la Republica (2012), durante el periodo de 1993 a 2004 la IED se dirigió
principalmente al sector de petróleo y minería (25%), servicios financieros (21%), manufactureros
(19%) y electricidad, gas y agua (15%). El aumento de la IED fue resultado de una regulación más
favorable frente a la entrada de capitales externos, misma que se realizó gracias al nuevo modelo
de desarrollo propio de la apertura económica del país implementado desde inicios de la década de
1990, así como una serie de reformas estructurales que facilitaban la entrada de multinacionales
privadas al país. No obstante, durante esta década la seguridad interna y el conflicto armado
significaban un desestimulo para la decisión de las empresas extranjeras de invertir en Colombia,
motivo por el cual a finales de los noventas el sector de la minería registró bajos niveles de IED
(Haufbauer y Kottschwar, 1998). Esta tendencia inicial sin embargo cambió.
Durante el periodo de 2005 a 2011, la IED registró uno de los niveles más altos de capital inyectado
a la economía nacional, principalmente en el sector de la minería y el petróleo. “La IED pasó de
4.1% del PIB en 2006 a 4.5% en 2008, y luego descendió al 2.3% del PIB en 2010. En el 2011 se
observa una recuperación, ubicándose por encima del 4% del PIB”1 (Banco de la República, 2012,
p. 32) De acuerdo a un análisis sectorial, la IED fue impulsada principalmente por la explotación
de recursos naturales como el petróleo, carbón, ferroníquel y oro, aportando un 53% del total de

1

La disminución observada entre 2009 y 2010 estuvo asociada a la crisis financiera internacional, que provocó
problemas de liquidez en algunas empresas trasnacionales, por lo cual sus filiales en territorio colombiano tuvieron
que trasladar sus procesos operativos (Banco de la República, 2012).
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flujos de la inversión extranjera recibida. El segundo sector que más aportó a la economía
colombiana fue el de las manufacturas con un 20 %, seguido del sector de servicios financieros con
un 10 % del total de capitales que ingresaron al país. El incremento de los capitales extranjeros
destinados al sector energético fue resultado de la rentabilidad de estas actividades, el aumento en
los precios internacionales de materias primas ―los llamados commodities―, así como el
mejoramiento de las condiciones internas del régimen fiscal y tributario despertaron el interés de
los inversionistas extranjeros.
Los flujos de inversión dirigidos a Colombia durante la época, facilitaron la incursión de empresas
transnacionales en los municipios de Vetas y Californias. La situación que se presentó en este lugar
ejemplifica la coyuntura nacional por que la economía del país estaba pasando. El flujo de capital
extranjero que ingresó en la zona desde inicios de la década de 1990 hasta la actualidad, ayudó a
que la reconfiguración territorial e identitaria de la población cambiara; sus habitantes pasaron de
practicar la minería artesanal a configurar su sustento y productividad según las necesidades de las
compañías internacionales que trajeron la megaminería a los municipios. La lógica de subsistencia
y trabajo cambió, pero como toda actividad productiva tuvo efectos directos sobre la comunidad y
el medio ambiente, razón por la cual, en la actualidad la minería y sus impactos en diferentes
dimensiones (políticas, económicas, sociales, culturales, ambientales) son objeto de estudio.
En Colombia el boom minero se complementó con la expedición del Código Minero en 2001; sin
embargo, la política extractiva promovida por los últimos cuatro periodos presidenciales 2 ha
ocasionado que el desarrollo económico de Colombia esté caracterizado por una dependencia frente
al sector minero-energético, sin que haya medidas que sirvan para paliar los efectos adversos de un
cambio de ese ciclo de bonanza, como ocurriría en los años 2015-2017. Durante los periodos
presidenciales de Álvaro Uribe (2002-2010) el objetivo era transformar el sector minero en una de
las industrias más importantes de América Latina, mediante la implementación de políticas que
atrajeran multinacionales externas para la explotación de recursos naturales en el país. En 2006,
Uribe se dispuso a poner en marcha el plan “Visión 2019. Colombia un país minero”3, con el
Últimos periodos presidenciales de Colombia: Álvaro Uribe (2002 – 2010) y Juan Manuel Santos. (2010 – 2018).
Visión 2019. Colombia como un país minero: Plan Nacional para el Desarrollo Minero, visión para el año 2019UPME: El Plan ubica el horizonte de la planificación del sector en el territorio de la competitividad de los productos
mineros y de sus servicios asociados en los mercados nacionales y extranjeros (Red por la justicia ambiental en
Colombia, 2016).
2
3
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objetivo de posicionar a Colombia entre los tres países latinoamericanos con mayor llegada de IED.
El propósito era garantizar el crecimiento de la economía y lograr que el Estado contara con los
recursos necesarios para el desarrollo de infraestructura y programas sociales. Durante este periodo
la IED aumentó considerablemente, ya que pasó del 42% al 67%. El efecto no tardó en hacerse
visible: para el año 2010 más del 50% del territorio Colombiano tenía presencia de explotación
minera, o estaba en trámite de inversores privados para poder ejercer la actividad productiva
(Contraloría General de la República, 2011, p. 131).
Como señala Cruz (2013), durante la administración de Uribe fue cuando más títulos mineros se
entregaron a las multinacionales extranjeras dedicadas a la minería. Si se atiende a las cifras, el
país cuenta con 114,2 has en su territorio, de las cuales aproximadamente el 10% estuvieron en
manos de inversores extranjeros para su explotación. La poca regulación y la legislación débil
permitieron una institucionalidad precaria, que se manifestó a través de las concesiones y entregas
de títulos desmedidas, durante los ocho años que gobernó el ex presidente la superficie de hectáreas
con título minero pasó de 1,13 millones a 8,53 millones de hectáreas. (Figura 1) Cabe destacar que
durante el gobierno de Uribe se empezó a registrar un aumento significativo de los conflictos
ambientales, económicos, y sociales, a causa de la entrada de los proyectos mineros en el territorio
colombiano. Este proceso es materia de investigación en esta monografía, que se centrará en las
particulares dinámicas del boom minero que se desató en los municipios de Vetas y Californias,
entre el periodo del 2006 y 2016.
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Figura 1
Solicitud y otorgamiento de Títulos mineros (1998-2009).

Fuente: Lleras, G. (2011). Política Ambiental del Ex Presidente Uribe, 2002-2009.

La política pública de promoción al desarrollo por la vía del estímulo al sector primario hizo
tránsito bajo la premisa de la “locomotora minero energética” hasta el mandato de Juan Manuel
Santos (2010-2018), esto pese a los impactos negativos en materia social y ambiental que venía
dejando la extracción minera, y las protestas de distintos sectores inconformes con esos efectos
adversos que el gobierno omitía. La actividad minero energética fue y sigue siendo uno de los
puntos claves del Plan Nacional de Desarrollo que fomenta e impulsa la economía del país desde
décadas atrás. El gobierno pretendía aumentar la producción de “crudo y gas en un 40%, la
producción de carbón en dos tercios, y la producción de oro en un tercio”. (DNP, 2010: 220)” El
Plan Nacional de Desarrollo en mención hacía hincapié en las ya para entonces ampliamente
conocidas estrategias de las “locomotoras del desarrollo” (agricultura, vivienda, innovación,
infraestructura y minería), que priorizaba aquellos sectores que aseguraban un rápido avance de la
economía del país. Como se observa, la minería ha aumentado considerablemente el PIB del país4,
4

Si bien durante los gobiernos de Álvaro Uribe y Juan Manuel Santos se hizo énfasis en que la minería es generadora
de empleo, es importante señalar que esta afirmación carece de sentido, pues la minería produce lo opuesto a los
empleos directos, es generadora del subempleo, y en general este tipo de actividad beneficia a profesionales y técnicos
pero no a la población con baja calificación; no obstante la perturbación a la estructura laboral y productiva a escala
municipal y regional es un punto clave que la política de desarrollo no tiene en cuenta.
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y a su vez ha permitido consolidar varios proyectos sociales en la escena local-regional a través
de la financiación del sistema de regalías; sin embargo, sumado a la condición de ser un rubro
económico que no genera un número significativo de puestos de trabajo, no se ha logrado tener un
desarrollo sostenible y prolongar el impacto positivo en la sociedad más allá de los periodos de
bonanza, lo cual tiene efectos sobre las comunidades afectadas y el medio ambiente.
El desarrollo de la “locomotora minero energética” ha generado una serie de discusiones donde
los diferentes actores involucrados, como las multinacionales, las comunidades aledañas a los
sitios de exploración y explotación, los ambientalistas y el Estado se han visto envueltos. Para
empezar, la política de desarrollo de esos periodos presidenciales se basó en la falsa premisa de
que la minería y la explotación de hidrocarburos favorecen el empleo. En realidad fomentan
empleos profesionales altamente calificados, pero estos son pocos y casi nunca benefician la
población local del área intervenida. En segundo lugar, los empleos que fomenta son indirectos, y
asociados más con sectores de servicios como en hoteles, restaurantes, comercio, y también
actividades como la prostitución o las ventas informales. Finalmente, se sectorializan las
actividades por lo que se prioriza el sector minero o de hidrocarburos, lo que significa un fomento
para el desplazamiento de la población, su deserción escolar, y la ruptura de los vínculos
tradicionalmente asociados con las comunidades tradicionales sean mineras o campesinas. Las
problemáticas como las denuncias sobre las condiciones laborales de los empleados de las
multinacionales, se suman a los graves impactos ambientales de las explotaciones durante y
después de explotados los recursos, el hecho de entregar concesiones de exploraciones en áreas
protegidas de parques, reservas naturales, o en territorios indígenas, así como la contaminación de
los cuerpos hídricos y cauces de ríos, son entre otros problemas que han surgido como resultado
de las actividades mineras (Rodríguez, 2016).
El impacto de la minería no solo se refleja entonces en las distorsiones del tejido social y su
organización productiva. Según el Atlas Global de Justicia Ambiental, para el año 2017 se
registraron 128 conflictos socios ambientales en todo el territorio colombiano, de los cuales 51
casos están relacionados con el desarrollo de proyectos mineros (Ver Figura 2). El Atlas muestra
cómo los conflictos ecológicos están aumentando en todo el mundo, por las demandas de materiales
y energía de la creciente población mundial, particularmente estimulado por los niveles de consumo
de las clases media y alta. Como lo afirma Pérez (2014), el dinamismo del sector extractivo explica
13

en buena medida el aumento de los conflictos ambientales. Para el autor, existe una relación directa
entre la cantidad e intensidad de los conflictos y el modelo de desarrollo extractivo que en los
últimos años se ha implementado. Si se tiene en cuenta que los conflictos que se desatan a raíz de
la explotación minera no han cesado, es claro que si aumenta esta actividad económica,
paralelamente aumentarán los conflictos internos de las comunidades.

Figura 2
Conflictos socio- ambientales en Colombia: resultado de la minería.

Fuente: Atlas Global de Justicia Ambiental, 2017.

Un informe presentado por el Ministerio de Minas y Energía (2016), señala que Colombia cuenta
con gran potencial minero, si se tiene en cuenta que para el año 2016, la participación del carbón
en el PIB minero fue de aproximadamente 65.9 %, mientras que la minería de metales y materiales
14

no metálicos tuvieron una participación del 18.9 % y el 15 %, respectivamente. La producción
minera y la diversidad de recursos minerales que pueden ser explotados es amplia, lo que significa
un arma de doble filo para el país ya que existen minerales como carbón, níquel, oro, plata, platino,
cobre, esmeralda, uranio y coltán, que tienen una demanda constante en el mercado mundial, donde
países industrializados los transforman generando allí empleos, mientras que en Colombia se
quedan las ganancias discretas de vender los productos sin transformarlos, se deshabilita la
posibilidad de forjar una industria nacional que fomente trabajos calificados, con el efecto negativo
final de que aquí queda el vacío tras las explotación, los conflictos sociales se multiplican y
generan violencia, y la presencia de rentas determina un aumento de la corrupción y el despilfarro
con las ganancias de la bonanza. El panorama de abundancia anterior sugiere insertar el punto
crítico en el que se encuentra Colombia, teniendo en cuenta que está entre los primeros países de
América Latina con más casos de conflictos ecológicos resultantes de la maldición de los recursos.
La fragilidad del páramo y el ímpetu de la megaminería.

La minera de oro en Santurbán, ha sido fuente de conflicto ya que los pueblos mineros de Vetas y
California pasaron de ser distritos mineros artesanales a depender de la megaminería de
corporaciones foráneas. A partir de 1990 la presencia de estas multinacionales cambió la lógica de
territorialidad y de la noche a la mañana los mineros que llevaban siglos ejerciendo esta actividad
productiva de forma artesanal resultaron infringiendo la ley porque solo se permitían las formas
de extracción ejecutadas por las compañías grandes. Aunado a lo anterior, con la delimitación del
páramo toda actividad productiva ―incluidas la agricultura y la minería― quedó prohibida lo que
tuvo efectos sobre las dinámicas sociales y económicas de los habitantes. Situación que ejemplifica
uno de los conflictos socios ambientales más preocupantes que aquejan a estos ecosistemas.
El caso de Santurbán resulta más inquietante por la importancia del recurso hídrico preservado en
el ecosistema de páramo. Colombia es considerada como el país que debe jugar un papel
protagónico en el proceso de preservación de los páramos debido a que posee la mitad de la
superficie de estos ecosistemas a nivel mundial. El 80% de los páramos del mundo se encuentran
entre la Cordillera de los Andes y la Sierra Nevada de Santa Marta. La superficie total asciende a
más de 46.000 km2 de los cuales 14.086 km2 se encuentran en Colombia, 18.435 km2 en Ecuador,
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11.364 km2 en Perú y 2.405 km en Venezuela. (Hosdtede, Segarra, & Patricio, 2003). Los páramos
son ecosistemas estratégicos para la conservación de la diversidad ecológica pues proveen una
amplia variedad de servicios ambientales, entre los cuales se destacan la producción y regulación
hídrica. Son estratégicos para la conservación de la diversidad ecológica y para la provisión de
servicios eco sistémicos, en particular por su potencial de almacenamiento de agua, su capacidad
hídrica y recarga de acuífero. Además, tiene un alto nivel de especies nativas con
aproximadamente 3.379 especies de plantas; 70 especies de mamíferos, 154 especies de aves y 90
especies de anfibios (CEDE, 2014). Los páramos colombianos ofrecen importantes funciones
ecológicas, sin embargo los impactos de algunos proyectos mineros como el caso de Santurbán,
han creado serias implicaciones para este ecosistema y sus habitantes, por lo cual es necesario
hacer hincapié en la protección de estos hábitats.
Estos ecosistemas proveen en promedio el 70% del agua que consume la población colombiana.
Colombia tiene, como se señaló antes, el 49% de los páramos del mundo, y tan solo 34 de ellos
están delimitados, con una superficie total de 1.932.395 hectáreas, de las cuales solo el 36 %
(709.849 hectáreas) se encuentra en áreas del Sistema Nacional Parques Naturales protegidos, lo
que significa que alrededor del 60% de los páramos del país se encuentran en peligro. Las
principales causas locales de la degradación de estos ecosistemas paramunos se deben a la
introducción de la ganadería, la agricultura y el aumento de la actividad minera (WWF, 2017).
Según El Espectador (2011), aunque el Código Minero, la Constitución, y una sentencia de la
Corte Constitucional, han ordenado la protección especial a estos ecosistemas, para el año 2016
han sido concesionadas para la exploración minera 125.811 hectáreas5. La Defensoría del Pueblo
realizó un detallado diagnóstico de la situación, y determinó que 22 páramos se encuentran en alto
riesgo de desaparecer como consecuencia de los efectos de la minería. Los hallazgos de oro y
carbón en estas zonas han incentivado la llegada de compañías mineras, lo que implica una seria
amenaza para los ecosistemas que surten el 70% de agua que consume el país (El Espectador,
5

De acuerdo a las cifras presentadas por la Agencia Nacional de Minería (ANM), de las 1.932.395 hectáreas
consideradas zonas de páramo en el país, 125.811 hectáreas, es decir, 473 títulos, están dispuestas para ser áreas
mineras, de las cuales 37.750 hectáreas, es decir, 284 títulos, se encuentran en etapa de explotación en la actualidad,
mientras que las otras están en etapa de exploración, construcción y/o montaje. Del total de 473 títulos en zonas de
páramo, 189 se ven afectados por el dictamen de la Corte Constitucional de prohibir la minería en zonas de páramos,
53 se encuentran en etapa de exploración y 136 en construcción y montaje. Frente al análisis de minerales, de los 284
títulos en zona de páramo y en explotación, 191 títulos están destinados a la explotación de carbón, seguido por oro y
metales preciosos con 34 títulos mineros. Por su parte los materiales de construcción y otros minerales, tienen
destinados 30 y 29 títulos, respectivamente (Portafolio, 2016).
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2011). Ante esta situación, los habitantes y las diferentes organizaciones involucradas con el
desarrollo de esta actividad se han visto en la necesidad de contraponer sus puntos de vista y luchar
por su territorio y sus recursos.
El caso más emblemático, es la situación que se presenta en el páramo de Santurbán debido a su
afectación por los proyectos de minería de oro que se han llevado a cabo en esta zona del país. El
complejo del páramo se encuentra ubicado entre los departamentos del Norte de Santander y
Santander, con una extensión aproximada de 150.000 hectáreas, entre los 2.800 y 4290 m.s.n.m.
Es una reserva natural que cuenta con una gran diversidad de ecosistemas y un preciado paisaje
montañoso, y que como productor de oro y recolector de agua, es posiblemente uno de los más
importantes y frágiles de Latinoamérica. Sin embargo la actividad minera ha tenido serios
impactos negativos sobre el medio ambiente y su población, dentro de los cuales se destacan la
contaminación de aguas principalmente con mercurio y cianuro, la contaminación atmosférica, la
pérdida de biodiversidad, la destrucción del paisaje, así como también el aumento del desempleo
y la presión social sobre los habitantes (Razón Pública, 2011). Parte del problema está en que la
minería no es un actividad nueva en la zona, y durante siglos se realizó en una escala que tenía un
moderado impacto ambiental y social, pero no en la escala acelerada que se desató en la última
década. En el contexto paramuno de Santurbán, las dinámicas económicas modernas colisionan
con tradiciones productivas en las que el oro y su extracción no tenían un impacto tan acelerado y
devastador sobre la fuente de agua de amplias poblaciones que crecen en términos demográficos
y de demanda del vital líquido.

Vetas y California son dos municipios ubicados en el departamento de Santander, Colombia,
pertenecientes a la provincia de Soto6, y hacen parte de los territorios donde la delimitación del
páramo afectó tanto a comunidades mineras como a compañías multinacionales atraídas por el oro
en Santander. (Ver Figura 3). Su fundación, provocada por la riqueza aurífera que ofrecía
desde entonces, se llevó a cabo durante la etapa inicial de la conquista española. Ambos municipios
tiene un enorme potencial minero, representado en sus depósitos metalíferos, como el oro, la plata
y otros metales asociados, y es por esta razón que su principal actividad económica se centra en la
6

La provincia o núcleo poblacional de Soto Norte, como desde 2005 se le llama, está conformada por los municipios
de Matanza, Suratá, California, Vetas, Charta y Tona, (Vanguardia, 2014)
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minería. La actividad minera, hasta hace aproximadamente 25 años, era predominantemente de
carácter artesanal y de pequeña escala, lógica de producción que ha cambiado debido a la incursión
de las multinacionales. Desde la mitad de la década de 1990 se inició el boom de las transnacionales
mineras. Muchas compañías incursionaron sus actividades en Santander, entre las que se encuentra
Greystar Resources Ltd., una multinacional canadiense de la cual la Corporación Financiera
Internacional, ―agencia del Banco Mundial― es el mayor accionista, y que desde esa época
invierte en proyectos privados extractivistas, mega minería e infraestructura. En 1994 la compañía
Greystar llegó a Santurbán, para transformar las dinámicas sociales y económicas de la población,
y junto con otras multinacionales emprendió la explotación aurífera. Esto disparó el costo de vida
en estos municipios, evidente en los costos de arriendos y alimentos; fenómenos como la
prostitución, sitios de entretenimiento nocturno como bares y billares se multiplicaron, que
terminaron por transformar las dinámicas locales tradicionales. (El Espectador, 2010). De igual
forma, las multinacionales compraron terrenos desatando una competencia desleal con aquellos
que practican la minería tradicional.
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Figura 3
Localización de la Provincia de Soto. Santander, Colombia

Fuente: Corporación Autónoma Regional Para la Defensa de la Meseta de Bucaramanga.

La cura resulta tan mala como la enfermedad
El 21 de diciembre del 2013, mediante el Acuerdo 0020 del Consejo Directivo de CORPONOR
(OPP) gran parte del páramo de Santurbán fue establecido como Parque Natural, lo cual paralizó
las actividades de explotación minera de multinacionales como la Greystar Resources, AngloGold
Ashanti Colombia S.A., Cerámica Italia, Continental Gold S.A, CVS Explorations Ltda, Empresa
Minera Reina de Oro, entre otras. Estas empresas habían conseguido la licitación de varios títulos
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mineros que les permitía explotar los recursos naturales sin ningún problema. A simple vista, las
acciones de protección benefician al medio ambiente y en general a Colombia, ya que blindan uno
de los parques con recursos hídricos más importantes de la región. Sin embargo, si se atiende al
hecho de que al declararse primero al Páramo de Santurbán la condición de Parque Natural
Regional (2013), y la subsecuente delimitación que implica la prohibición de toda actividad de tipo
minero o agrícola en las áreas delimitadas (Resolución 2090 de 2014), los principales afectados
han sido los habitantes de estos municipios, cuyo principal sustento desde la colonia es la minería,
y que desde la década de 1990 se hicieron dependientes de las multinacionales que empezaban a
llegar por el oro. Además del efecto restrictivo sobre la megaminería de las compañías
mencionadas y el incumplimiento a las licencias ambientales previamente otorgadas, el mayor
obstáculo radica en que la ley que ordena la delimitación de los páramos no contempla ningún tipo
de plan de transición para las personas que viven dentro de la zona, lo que agudiza los conflictos
sociales.

Luego de una constante lucha por la defensa de estos ecosistemas, la Corte Constitucional en el
año 2016 consideró que el artículo 173 del Plan Nacional de Desarrollo (2014-2018) que permite
la minería en páramos, va en contra de la Constitución. Este artículo permitía la realización de
actividades de exploración y explotación de recursos naturales no renovables en áreas delimitadas
como los páramos; sin embargo, el dictamen de la Corte preserva el derecho al medio ambiente
sano, y no privilegia el derecho adquirido por las concesiones mineras con anterioridad (El
Espectador, 2016). Si bien con este pronunciamiento se busca la protección del medio ambiente,
este tipo de legislaciones no tiene en cuenta los conflictos sociales que se pueden desatar en torno
a la prohibición de una actividad productiva como la minería; un ejemplo de ello, es la situación
que se presenta en Santurbán. Actualmente no se permite ningún tipo de actividad extractiva aun
cuando se otorgaron licencias ambientales, o en su defecto, tampoco es permitida la actividad
ejercida por aquellos habitantes que la practican de manera artesanal, ahora también considerada
“ilegal”.

De acuerdo a la legislación impuesta por el Ministerio de Ambiente en 2014 (Resolución 2090 de
2014), fueron delimitadas 98.950 hectáreas de este páramo, el cual resulta ser el primer complejo
paramuno en ser delimitado con el fin de ser protegido de toda actividad agropecuaria o minera
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(Ley 1450 de 2011). Los habitantes de los municipios son los primeros afectados por esta decisión,
particularmente los pequeños mineros artesanos que dependen del salario que devengan de esta
actividad. La minería ejercida tradicionalmente por los habitantes de Vetas y California es de
carácter artesanal, que algunas veces contaba con permisos ambientales y legales de explotación.
Por esto, se debe diferenciar la “minería artesanal” de la “Mega minería”, y allí diferenciar cuando
se incurre en la llamada “Minería ilegal”. Todas ellas se desarrollan en contextos distintos, por lo
cual se deben analizar desde perspectivas que consideren lo legal, lo ambiental y los efectos
sociales que llevan a una organización de la comunidad. La asignación de licencias ambientales,
por ejemplo, no establece una diferenciación entre esa naturaleza corporativa o artesanal, y se les
asignan licencias ambientales sin distinguir, por lo cual su efecto social es mayor aunque la
legislación no lo atiende. No obstante, con la delimitación del páramo (Ley 1450 de 2011), y más
recientemente el pronunciamiento de la Corte Constitucional (2016) con el que se prohibió toda
actividad de explotación económica, no se tuvo en cuenta la anterior distinción, por lo cual el
impacto se vio reflejado en los pequeños artesanos con la disminución de sus ingresos, el
detrimento en la calidad de vida, y la búsqueda de alternativas de subsistencia ilegales, que se
suman a la salida acelerada de una multinacional minera que ya había trastornado la extracción del
oro en la zona desde la década de 1990.

La situación de los municipios, que ha empeorado desde entonces, permite estudiar cuál ha sido el
impacto socio- ambiental que se ha desatado en torno a la explotación de la minería en el páramo
de Santurbán, específicamente en los municipios de Veta y California, durante el periodo del 2006
al 2016. El objetivo de esta investigación es entonces, realizar un análisis de los efectos socio
ambientales producto de la legislación con la cual se aprobó la delimitación y se prohibió la
explotación en este ecosistema. A manera de argumentación, se plantea como hipótesis que la
restricción a este tipo de actividad productiva suscita prácticas ilegales que afectan las dinámicas
de la comunidad y al mismo tiempo, promueve lógicas de subsistencia que afectan el orden social
y ambiental del territorio.
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Orden de la investigación
Para la realización de este trabajo investigativo se utilizó la metodología analítica, que dio lugar al
uso de herramientas de investigación cualitativa así como la recolección de datos a partir de una
revisión bibliográfica y el procesamiento de la información, donde se realizó un análisis
bibliográfico de los antecedentes de la problemática actual vinculada a los conceptos de
extractivismo, desarrollo social, y conflictos socio ambientales. De igual manera, la segunda etapa
de esta investigación está constituida por un trabajo de campo realizado en el año 2014, que a través
de herramientas como entrevistas abiertas, permitieron identificar las problemáticas
experimentadas por la población afectada (Vetas y Californias). Con lo anterior, se buscó hacer
una aproximación a las realidades y desafíos que la minería representa para la población.
Mecanismos como las movilizaciones sociales y las consultas populares son elementos que
transforman parte de las acciones legales y judiciales referentes al tema, por lo que se consideró
pertinente analizar la incidencia de ellos en esta situación.

Esta investigación se encuentra ubicada entre los temas que están en línea con las disciplinas que
involucra el programa de Relaciones y Negocios Internacionales de la Universidad de La Salle.
Los planes de desarrollo de los últimos gobiernos enfocan sus esfuerzos en fortalecer el sector
minero energético pero la gestión ambiental no es tenida en cuenta a la hora de establecer las
directrices del desarrollo en el país; con este trabajo investigativo se reconoce la importancia de la
dimensión ambiental en Colombia, y a su vez se señalan las ambigüedades de la legislación minera
que a través de sus decretos, modificaciones a la norma y pronunciamientos han hecho complejo
el entendimiento de lo que realmente está pasando con las comunidades que habitan en los
territorios mineros en el país, como es el caso de páramo de Santurbán. Los conflictos ecológicos
cada vez toman mayor participación en la agenda internacional, y Colombia no es ajena a esta
situación por lo cual se cree pertinente el aporte investigativo, para la realización de un diagnóstico
completo de lo que implica los conflictos socioambientales a nivel mundial.

En el desarrollo del trabajo se pretenden abordar en primer lugar, a lo largo del primer capítulo,
algunos de los aportes más relevantes desde la academia frente a temas como el extractivismo y
los conflictos socios ambientales. Sus estudios han ofrecido perspectivas de reflexión
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fundamentales para la concreción de esta monografía. En segunda instancia, en el capítulo dos se
analiza la incidencia del modelo económico extractivista en la consolidación de las políticas
públicas y la flexibilidad legal que ha promovido el gobierno a lo largo del proceso de
consolidación de un marco legal e institucional para regular el tema en la minería en el país. Desde
inicios del conflicto, la situación que se presenta en los municipios de Vetas y California ha sido
instrumentalizada por los elementos jurídicos de la política minera por lo cual es pertinente señalar
sus implicaciones tanto para las comunidades como para el medio ambiente. En tercer lugar, en el
capítulo tres se identifican cuáles han sido los efectos sobre los mineros artesanos de la zona,
considerando la escasez laboral que se ocasionó en torno a la delimitación de la tierra; de igual
manera se señalan cuáles han sido los impactos socio-ambientales que se han desencadenado con
la incursión de la minería en estos municipios. Finalmente, a manera de conclusión se realiza un
diagnóstico de la situación, presentando las conclusiones del trabajo.
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CAPITULO 1. EXTRACTIVISMO, DESARROLLO Y EFECTOS
SOCIOAMBIENTALES: DEBATES Y PERSPECTIVAS.
El desarrollo de las actividades extractivas y sus efectos derivados, constituyen un campo de
investigación amplio que ha permitido que desde las bases académicas se aborden temas como el
extractivismo y los conflictos socioambientales. Como toda actividad productiva, la explotación
minera genera un impacto social, económico, ecológico y político, que en los últimos años ha sido
objeto de estudio. Para el desarrollo de esta investigación, se han toma como referencia teórica
trabajos relevantes en este campo, dentro de los cuales se encuentran los estudios realizados por
Grossman y Krueger (1995), Bárbara Göbel (2014), Eduardo Gudynas (2006), Alberto Acosta
(2011), Mariana Walter (2009) entre otros, quienes presentan un análisis de los elementos que
constituyen el impacto de la minería en América Latina y en Colombia. Estos trabajos permiten
reconocer las posibilidades analíticas, entre las cuales se pudo discernir la importancia del modelo
de desarrollo implementado, y allí las fallas que existen en términos jurídicos e institucionales, y
que teminan por favorecer la explotación en detrimento social y medioambiental.

En las últimas tres décadas, se ha transformado la forma de entender los procesos extractivos de
los recursos naturales. Diversos autores plantean análisis de las actuales actividades extractivas a
partir de las dinámicas territoriales, las relaciones locales-globales, y el impacto ambiental que
estas producen. A continuación se abordan aportes significativos, a manera de introducción a los
principales facetas involucradas en el estudio del fenómeno. El capítulo se desarrolla en tres partes,
en primer lugar se presenta un análisis de la relación que existe entre el comercio internacional de
recursos naturales (materias primas) y el medio ambiente, teniendo en cuenta los efectos que
produce el extractivismo no solo para la economía de un país sino para la sociedad en general. En
segunda instancia, se exponen los principales postulados frente a los estudios de los conflictos
ecológicos, que cada vez toman mayor relevancia en las dinámicas internacionales del sistema
político. Por último, se finaliza con un análisis de lo que implica para la sociedad actual el concepto
del “Buen Vivir”, y la forma como arroja luz en el estudio de la realidad que aqueja a las
comunidades aledañas al Paramo de Santurbán que se encuentran afectadas por los efectos de la
minería.
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1.1.Desarrollo económico extractivismo y la maldición de los recursos.
La estrecha relación que existe entre desarrollo económico y medio ambiente se ha convertido en
uno de los campos de debate académico, y cuyo efecto es su transformación en algunas de las
políticas públicas más importantes en la proyección de los países en las últimas tres décadas. La
preocupación por alcanzar un desarrollo sostenible que logre un equilibrio entre la extracción y el
control de los recursos naturales, sin que esto afecte el desarrollo y crecimiento de una economía,
han llevado a que autores como Correa (2007) planteen que la noción de “desarrollo” se mide en
el incremento del Producto Interno Bruto aun cuando esto genera un daño en el medio ambiente,
causado por la demanda excesiva en el uso de la energía y la utilización indiscriminada de los
recursos naturales. Su análisis parte de la importancia que tiene el comercio internacional y la
liberalización de la economía en diferentes escalas, un factor que se mide en una idealización del
crecimiento constante como premisa del éxito económico. Desde el punto de vista del
Extractivismo, la creciente demanda de recursos naturales cuyos depósitos están en zonas como
América Latina y África, ha incentivado el flujo del comercio internacional entre países del norte
y el sur ―la mayoría de las veces en términos inequitativos―, pero a su vez los problemas
ambientales están en aumento debido a que no se ha establecido una legislación ambiental que
promueva la protección del medio ambiente (Gudynas, 2006).

De otra parte, existen posturas como la de Grossman y Krueger (1995) donde establecen que la
economía puede crecer de manera constante por periodos prolongados de tiempo sin afectar de
manera significativa la calidad del medio ambiente. Esta perspectiva establece la relación entre la
calidad ambiental y el ingreso per capita como una U invertida, lo que significa que en el transcurso
del crecimiento económico y el desarrollo, la calidad ambiental inicialmente empeora, pero
finalmente mejora como resultado de los aumentos en los niveles de vida en la población. Sin
embargo, este análisis solo cabe dentro del campo de los países desarrollados, como señala Correa
(2007), puesto que son ellos quienes cuentan con la tecnología necesaria para mitigar los daños
ocasionados por el comercio internacional. En el caso de los países en vía de desarrollo, además de
que no ocurre un proceso redistributivo que mejore el ingreso per cápita que redunde en beneficios
para el medio ambiente, la fuerte dependencia frente al modelo de desarrollo económico
extractivista; caracterizado por el uso ineficiente de los recursos naturales y por la inequidad en la

25

distribución de los beneficios, no ha permitido que se establezcan alternativas de desarrollo
sostenible que involucren el aspecto ambiental, social y económico.

El argumento de estos autores sugiere que si bien un mayor ingreso puede ir de la mano con
tecnologías más limpias7, esta también puede generar un mayor tamaño de la industria, por lo que
la reducción en contaminación debido a la implementación de tecnologías limpias puede verse más
que compensada en la creación y crecimiento de nuevas firmas en el sector industrial. Grossman y
Krueger (1995) afirman que los mejoramientos ambientales están mediados por cambios en la
política gubernamental, razón por la cual el crecimiento y el desarrollo económico no pueden ser
un sustituto para la política ambiental. El hecho de que exista un incremento en la producción de
bienes significa un consumo más grande de recursos escasos, que en el proceso productivo de una
economía se traduce en una mayor producción de desechos; por esta razón es importante establecer
un equilibrio entre el desarrollo económico y la protección al medio ambiente y sus ecosistemas.
Por otro lado, en posturas como la de Bruyn (2000) se establece que el crecimiento económico por
sí mismo no puede llevar a una mejor calidad ambiental, ya que existen factores socioeconómicos
como la distribución del ingreso, la composición del producto económico o la política ambiental,
que afectan de forma directa la calidad del medio ambiente.

El debate sobre la relación entre medio ambiente y el comercio internacional surge a raíz de la
necesidad de explicar por qué las medidas comerciales tienden a utilizarse como instrumentos de
política económica mientras se deja de lado la atención sobre el componente ambiental. En la
década de 1970, a raíz de la crisis petrolera en parte derivada de la insostenibilidad de un
crecimiento económico exponencial a partir de un recurso natural limitado como lo es el petróleo,
surgió el movimiento ambientalista con un importante componente en su crítica enfocada a
transformar los procesos de acumulación económica (Suárez, 2011). Como lo exponen Pearce y
Turner (1990), durante la década de 1970 la contaminación se intensificó y se extendió en
diferentes partes del mundo, lo que dio origen a una conciencia ecológica en algunos sectores de
las sociedades industrializadas; se trató además de un movimiento que dio lugar a nuevas
concepciones ambientalistas que rápidamente se ubicaron entre las opciones ideológicas y
7

La Tecnología ambiental, tecnología verde o tecnología limpia es aquella que se utiliza sin dañar el medio
ambiente, la aplicación de la ciencia ambiental para conservar el ambiente natural y los recursos, y frenar los impactos
negativos del involucramiento humano.
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partidista de los países industrializados principalmente. Algunos de estos nuevos enfoques en torno
al cuidado de la naturaleza, paradójicamente crearon un ambiente de hostilidad desde el principio,
ya que incluye hasta nuestros días posturas contrarias a las ideas primordiales que emparentan
desarrollo con crecimiento económico, por lo que se las considera contrarias y/o retardatarias de la
orientación mayoritaria en disciplinas como la economía, los negocios, las ciencias políticas y las
relaciones internacionales.
En 1987, la Comisión Mundial del Medio Ambiente y del Desarrollo a través del “Informe
Brundtland”, definió como de prioritaria atención los efectos del calentamiento global, los peligros
que corre la capa de ozono, la desertificación, y la declinación de la biodiversidad, a lo cual
señalaron como recomendación que la tecnología puede ser un factor que mitigue, renueve y recicle
los recursos naturales. A partir de este informe, se empezó a impulsar a nivel global la protección
al medio ambiente 8 , no obstante, la agudización de los problemas ambientales llevó a que se
reconfigurara el modelo económico vigente desde entonces, especialmente en países donde el
sistema económico está basado en la producción y exportación de materias primas. Este
señalamiento es importante si se tiene en cuenta que los países industrializados, tienden a tener
mejor tecnología lo cual puede mitigar o disminuir los impactos ambientales generados por
actividades extractivas como la minería. Lo anterior ha llevado a que se busquen alternativas que
de alguna manera generen un menor impacto ambiental, y faciliten una mayor protección ecológica
en sus territorios; sin embargo, esa inversión en tecnología no llega a países en la periferia, donde
los efectos ambientales se consideran una externalidad menos angustiosa porque a menudo sus
efectos resultan invisibles o simplemente se los omite y se sigue adelante con la extracción.
Ahora bien, el desarrollo de las actividades extractivas y sus efectos derivados, generan un impacto
social, económico, ecológico y político, que en los últimos años ha sido objeto de estudio. A lo
largo de este capítulo, se abordan los principales aportes que se han desarrollado en este campo

8

A través de las cumbres y diferentes eventos internacionales, se empieza a promover la idea de la protección al medio
ambiente de la mano con la promoción del desarrollo sostenible: las Cumbres de la Tierra (Estocolmo, 1972; Río,
1992; Berlín, 1997; Kioto, 1997; Buenos Aires, 1998; Marrakech, 2001; y, Johannesburgo, 2002), el informe “Más
Allá de los Límites del Crecimiento”27 (Madrid, 1992), la reunión sobre “Población y Desarrollo” (El Cairo, 1994),
la reunión sobre “Pobreza, Población y Desarrollo Económico” (Copenhague, 1995), el Protocolo de Kioto (1997), la
Cumbre de Bali (Indonesia, 2007) y la Cumbre de Copenhague (Copenhague, 2009). (Suárez, 2011. P.7)
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con el fin de entender la relación que se establece entre desarrollo y la dimensión ambiental en la
configuración de una economía sólida y estable. Con ello se busca entender de qué manera la
minería transforma las dinámicas sociales, económicas y ambientales de la población en los casos
específicos de Vetas y California, en Santander.

1.2. La Ecología Política y los Conflictos Ecológicos-Distributivos.
Entre los aportes más relevantes en la discusión del problema se encuentra el trabajo de Mariana
Walter (2009) que presenta una clasificación y distinción de conflictos relacionados con el medio
ambiente. En su artículo, la autora destaca dos aproximaciones distintas a la cuestión ambiental.
La primera son los valores post-materialistas, que plantean una concepción del medio ambiente
como un bien de consumo, estableciendo una lógica de poder, donde el Sur abastece al Norte.
Walter afirma que los valores post-materialistas surgen a partir de la década de 1980 con la
disminución de protestas y conflictos sindicales debido a que las preocupaciones “materiales”
como techo, comida, y sustento, estarían resueltas y esto daría cabida a otras preocupaciones “no
materiales” como el medio ambiente, la calidad de vida, o los derechos humanos. En línea de
reflexión, la autora también asegura que la preocupación por el medio ambiente no es un “lujo postmaterial” para las comunidades que aún no tienen sus necesidades básicas resueltas (Walter, 2009).

Basado en un diálogo con autores cuyos análisis resultan de distintas disciplinas, Walter ofrece dos
propuestas de clasificación de los conflictos ambientales; una basada en la mediación de conflictos,
y otra en el campo de la economía ecológica. A la luz de los aportes de Walter en este primer tema
de la mediación de conflictos, y con el ánimo de hacer una contribución analítica en esta
investigación que articule el debate en la escala internacional y la local, el conflicto que se estudia
aquí ofrece elementos para la discusión. Así, la delimitación del Páramo de Santurbán podría
enmarcarse por un lado como un “conflicto por intereses”9, a la vez que también podría afirmarse

9

Conflicto por intereses: estos conflictos se expresan como disputas sobre posiciones, pero por detrás de ellos se
dirimen necesidades, temores y preocupaciones que podrían ser contrapuestos. Este tipo de conflictos puede adoptar
una dinámica violenta cuando los intereses son incompatibles entre sí. (Walter, 2009)

28

que el conflicto tiene un trasfondo originado en las consecuencias derivadas de la “etapa de
extracción”10, y “por la generación y tratamiento de los residuos”11.
La segunda aproximación tiene que ver con el campo de la ecología política y la economía
ecológica. Esta conceptualización ofrece una clasificación que es pertinente para el desarrollo de
esta investigación que se basa en un análisis a partir de la lógica capitalista aterrizada a los nuevos
retos que plantea la sociedad, y el excesivo consumismo que la caracteriza, lo que reconfigura la
forma en que se entienden las relaciones de producción. En este sentido, la economía ecológica se
dedica a estudiar las relaciones entre la economía y el medio ambiente, a partir de un enfoque de
sustentabilidad tanto del campo de la economía como el de los daños ocasionados al medio
ambiente. Por su parte, la ecología política es la encargada de estudiar los conflictos “ecológicosdistributivos”, conflictos ecológicos” o “conflictos ambientales” (Walter, 2009). La ecología
política es entonces una faceta en lo teórico que sirve como insumo para el análisis y la reflexión
que se presenta en esta investigación, ya que se toma como referencia los aspectos centrales usados
en el análisis de la dimensión del conflicto en el Páramo de Santurbán.
Para Walter, los conflictos ambientales han sido caracterizados como de orden ecológicodistributivo; este concepto es atribuido a la economía política que vincula este tipo de procesos
con el crecimiento de las sociedades y el aumento de su consumo respecto a los recursos naturales.
La distribución ecológica hace referencia a las desigualdades sociales, espaciales y temporales que
existen de acuerdo al uso que hacen los humanos de los recursos y servicios ambientales (Walter,
2009). Dichos conflictos, se expresan en lenguajes de valoración, es decir, unos pueden tener
impactos a nivel interno, ya sea que tenga en cuenta aspectos culturales, demográficos o políticos
que se incluyen dentro de la problemática, mientras que otros exigen la cuantía o presencia de
organismos internacionales que garanticen los intereses de los actores, tanto de personas jurídicas
como naturales.

10

Los conflictos en la etapa de extracción de materiales y energía incluyen: conflictos relacionados con la minería
metalífera, petrolera, de cantera, con la degradación y erosión de las tierras, con las plantaciones, con la biopiratería,
con la defensa de los manglares contra la industria camaronera de exportación, con el agua, con la sobrepesca. (Walter,
2009)
11
Los conflictos por la generación y tratamiento de los residuos se vinculan con las luchas contra la contaminación, la
seguridad de los consumidores y ciudadanos en relación con la incidencia y distribución de los riesgos inciertos de las
tecnologías (ej. Asbestos, DDT, OGMs), la exportación de residuos tóxicos, la contaminación transfronteriza y los
sumideros de carbono. (Walter, 2009)
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Es importante resaltar la clasificación de estos conflictos, ya que además de tener en cuenta la
variable ambiental, también reconoce otros factores como los políticos y sociales que influyen en
el desarrollo de este fenómeno. Los conflictos ecológicos se pueden clasificar de acuerdo a las
distintas etapas de los commodity chains en la que se desarrollan: extracción, manufactura,
transporte y depósito de residuos. Dentro de la etapa de extracción de materiales es donde
principalmente se encuentran los conflictos mineros, evidenciados por las quejas sobre minas y
denuncias a causa de la contaminación, y la ocupación de tierras por la minería a cielo abierto y
escorias (minería de carbón, de cobre, o de oro). Los efectos que genera este tipo de actividad
perjudican de manera directa el suelo, el aire, el agua, además de su población.
Como plantea Martínez Alier (2004), existen conflictos ecológicos locales y globales; en la
actualidad los problemas que ocasiona la minería pueden entenderse desde una visión global, si se
tiene en cuenta que en los últimos años la minería ha tenido su mayor auge en diversos países del
mundo, principalmente en la región de América Latina, lo cual ha llevado a asociar la actividad
como premisa para el desarrollo económico. Así, los postulados de Walter permiten entender las
lógicas locales de la actividad económica que lleva a la dependencia de actividades que inciden en
la calidad medioambiental, mientras que en términos de escala este proceso se articula
estrechamente con un contexto global de flujos económicos, toma de decisiones, estrategias de
producción, y conflictos de intereses.
En la última década, la inversión en proyectos de explotación minera en América Latina es la más
dinámica del mundo; según Metals Economics Group´s, el presupuesto total de explotación para
el año 2013 equivalía para América Latina 32%, Oceanía 20%, África 16%, Asia 13%,
Norteamérica 12% y Europa 7%. De igual manera, los gastos de exploración para todas las regiones
aumentaron a niveles récord en 2012, siendo América Latina y África los destinos de exploración
más populares, que atrajeron a un 25% del gasto mundial total; en 2012 seis países ―México,
Chile, Perú, Brasil, Argentina y Colombia― representaron el destino de la mayor parte de la
inversión minera en la región. Es importante señalar que durante el periodo de 2010 al 2013, el oro
fue el principal objetivo de exploración en latinoamericana, mientras que los metales básicos se
mantuvieron en un nivel de demanda baja desde finales de 1990 ( Metals Economics Group’s,
2013).
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Como se observa en las cifras, el extractivismo en América Latina constituye una de las principales
fuentes de ingresos para la economía regional; no obstante, este modelo económico tiene diferentes
impactos sobre la transformación y reconfiguración de los territorios e identidades de las
comunidades aledañas a los sitios de explotación (Göbel, 2014). El extractivismo en esta
investigación será entendido como el conjunto de efectos y dinámicas asociadas a un enclave
transnacional de producción y explotación de recursos a gran escala orientado a la exportación, y
que implica una serie de valorizaciones de bienes y servicios ambientales que cambian el territorio,
y transforma los procesos identitarios de la población (Göbel & Ulloa, 2014). Estas autoras señalan
que las reconfiguraciones territoriales modifican las relaciones entre las sociedades y los recursos
naturales, lo que tiene impacto directo sobre las dinámicas económicas, políticas y culturales de un
país. La incursión de actividades extractivas promueve o desplaza prácticas locales que modifican
las relaciones entre los mismos pobladores y los recursos naturales. Este trabajo de investigación
analiza de qué forma en Colombia se han configurado las nuevas relaciones de poder que,
enmarcadas en el discurso del desarrollo, han logrado fomentar nuevas prácticas de disputa,
apropiación y explotación territorial.
Por su parte, Ulloa (2014) establece que el extractivismo demanda procesos de explotación,
extracción y transnacionalización del territorio, lo que articula directamente el modelo de
extracción con el aumento en el consumo y demanda de recursos naturales, por lo que sus efectos
tanto a nivel local como global son devastadores. Arturo Acosta sustenta que las nuevas lógicas
extractivistas asociadas a un gobierno progresista, vincula el extractivismo directamente a las
dinámicas de desarrollo de un país. En su propósito de mejorar la situación social y económica de
la población, los efectos ocasionados por la inserción de una actividad extractiva como el control
territorial, apropiación de recursos, desplazamiento de los pobladores, así como también impactos
ambientales, genera problemas sociales a escala local, que con el transcurso del tiempo tienden a
agudizarse (Acosta, 2011). En el caso aquí estudiado, la definición del páramo como zona de
protección, significo perturbaciones en órdenes y tradiciones económicas, y también afectó los
intereses de nuevos actores de la actividad extractiva como lo son las corporaciones
multinacionales. De allí que lo territorial se examine en esta tesis principalmente materia legal e
institucional pues es allí donde se define el conflicto socio ambiental.
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Desde la perspectiva de los discursos y prácticas que justifican las formas dominantes de
producción económica y socio-cultural en el denominado Tercer Mundo, la antropología crítica
argumenta que son los gobiernos de América Latina los que incentivan y se lucran de la práctica
minera, a través de reformas políticas y económicas propias del ajuste estructural neoliberal, sin
tener en cuenta las necesidades y demandas reales de las sociedades involucradas. Así, priman los
intereses de lucro de las corporaciones que aprovechan la explotación sistemática de recursos
naturales que no benefician directa o indirectamente las poblaciones que afectan. Esto también
resulta de una tradición larga en la que las clases dominantes impulsan enclaves económicos que
deterioran la soberanía nacional y el beneficio social del saqueo de recursos (Escobar, 2007;
Mondaca, 2013).
El conflicto en el Páramo de Santurbán es un ejemplo de cómo las actividades mineras, planteadas
desde el gobierno central y los intereses de las multinacionales, suscitan un ambiente conflictivo
sobre todo el territorio del páramo. Las nuevas lógicas económicas han generado dinámicas
territoriales que, influidas por los intereses ligados a la producción y extracción de recursos,
fomentan la disputa entre la conservación ambiental, los derechos locales y las políticas nacionales.
Los municipios de Vetas y California tienen una tradición minera artesanal que desde la colonia se
ha practicado y ha configurado parte de su identidad, sin embargo con la incursión de las
multinacionales, aquellas actividades de carácter artesanal se han modificado con el propósito de
establecer dinámicas más acordes a lo que implica la minería de escala de las corporaciones. La
mayor desventaja para los pobladores radica en que los actos jurídicos y legales no tienen en cuenta
su configuración territorial e identitaria, por lo cual a partir de la delimitación del páramo los
habitantes se encuentran en una disputa por definir la situación socioeconómica de sus municipios.

1.3. Desarrollo y “Buen Vivir” en la realidad colombiana: el caso de Santurbán.
Si bien la actividad minera se ha convertido en una fuente de recursos para incentivar la economía
de los países, los impactos sobre las comunidades y el medio ambiente llevan a cuestionar cuál es
la viabilidad del modelo de desarrollo implementado. El trabajo de Eduardo Gudynas presenta un
análisis en torno a por qué en América Latina se mide el desarrollo mediante una sobre
determinación del crecimiento en los indicadores económicos; como vimos previamente, a menudo
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se asocia el desarrollo con el aumento de las inversiones y las exportaciones. Estas ideas han sido
objeto de crítica, ya que por seguir esta trayectoria de crecimiento económico varios países han
generado una dependencia frente al modelo extractivista, sin percatarse de los límites de esa
concepción de desarrollo, y que no implica necesariamente un bienestar social, situación evidente
en los efectos medioambientales y la tendencia a provocar conflictos a nivel interno en las
comunidades (Gudynas, 2006). La pregunta resulta entonces, sobre las alternativas al desarrollo y
su capacidad de responder a las necesidades de la población, la industria y la economía nacional.
El “Buen Vivir” surgió como un término de cuestionamiento a las prácticas de desarrollo
convencionales. A su vez presenta una alternativa de desarrollo mediante diversas reflexiones que
indagan nuevas perspectivas en materia de bienestar que implican elementos más allá de las
actividades económicas como la convivencia ciudadana, siempre en armonía con la naturaleza y
preservando su diversidad. Esta noción se ha fortalecido en América Latina debido a los múltiples
debates que han tenido lugar principalmente en los países andinos. En Ecuador, Alberto Acosta
(2011) uno de los principales promotores del concepto, afirma que “el “Buen Vivir” no puede ser
reducido al “bienestar occidental”, y se debe apoyar en la cosmovisión de los pueblos indígenas,
donde lo que podría llamarse como mejoramiento social es “una categoría en permanente
construcción y reproducción”; es decir, que lo material no es el determinante para vivir bien, sino
que lo es el conocimiento y reconocimiento social, cultural e incluso espiritual que se forja en
relación con la naturaleza (Acosta, 2011. p. 310).
Los valores humanos y otras fuentes de inspiración relacionadas con este enfoque han llevado a
que incluso en la cultura occidental se levanten cada vez más voces que podrían estar de alguna
manera en sintonía con esta visión indígena, y es precisamente esta postura la que genera
perspectivas de desarrollo que se mantienen en el tiempo (Gudynas, E. y Acosta, A. (2008);
Gudynas, 2011). Aymara David Choquehuanca, actual Ministro de Relaciones Exteriores de
Bolivia, asegura que el “Buen Vivir” es “recuperar la vivencia de nuestros pueblos, recuperar la
Cultura de la Vida y recuperar nuestra vida en completa armonía y respeto mutuo con la madre
naturaleza, con la “Pachamama”, donde todo es vida, donde todos somos uywas, criados de la
naturaleza y del cosmos” (Gudynas, 2011.p. 86). En otras palabras, Aymara promueve el respecto
por la cultura y la naturaleza como principios básicos para construir una vida en armonía con la
naturaleza.
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Ambos autores comparten la idea de que el “Buen Vivir” implica cuestionar las ideas
contemporáneas de desarrollo, pues en varias ocasiones esas ideas y programas constituidos han
sido objeto de debate. Desde la década de 1960 se ha cuestionado la instrumentalización de las
ideas de desarrollo, así como su base conceptual, y los vínculos que lo unen con la idea del
progreso. Los emprendimientos fallidos por alcanzar dichas metas han llegado a reconfigurar el
papel de los actores sociales, y es por ello que el concepto del “Buen Vivir” establece una relación
entre sociedad y naturaleza a partir de la diversidad y del reconocimiento de los diversos valores
culturales existentes en cada país y comunidad (Rojas, 2011).
Gudynas (2011) señala que el concepto de “Buen Vivir” va enfocado a otras formas de hablar,
pensar y actuar en nuestro mundo. De allí que reduce importancia a las prácticas ligadas al
crecimiento económico o el consumo material, pues no comparte la idea de la obsesión con la
rentabilidad o consumo; las ideas que promueve este concepto involucran a las personas y a la
naturaleza. El uso del concepto implica retos en definir acciones concretas como la realización de
proyectos políticos, marcos normativos y formas de elaboración de alternativas a los caminos de
desarrollo convencionales; es ahí donde este concepto debe desarrollarse para no reincidir en las
acciones y prácticas que debilitan las condiciones sociales de los habitantes afectados y su relación
con la naturaleza.
El “Buen Vivir” se relaciona con la situación que se presenta en el Páramo de Santurban, se
evidencia que las problemáticas que se han desatado en los pueblos aledaños al Paramo (Vetas y
California) se debe al despliegue de las prácticas discursivas que fomentan y justifican la visión
del desarrollo minero como única opción; estas han ocasionado impactos irreversibles e
irreparables sobre el medio ambiente y su población, dentro de los cuales se destacan la
contaminación de aguas principalmente con mercurio y cianuro, la contaminación atmosférica, la
pérdida de biodiversidad, la destrucción del paisaje, así como también el aumento del desempleo,
el desplazamiento humano, la violencia, la deserción escolar y la práctica de la minería ilegal
(Razón Pública, 2011).
Las disputas entre el Gobierno, la comunidad y las multinacionales en el territorio colombiano han
desatado conflictos sociales que por medio de protestas y diferentes mecanismos de expresión, han
servido para dar a conocer su inconformidad frente a los procesos extractivos y el manejo del
territorio que se está presentando por parte del gobierno central. El concepto del “Buen Vivir”
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señala el respeto cultural y el respeto por la naturaleza como formas fundamentales de desarrollo;
sin embargo, en el caso de Santurbán la situación parece ser ambigua, ya que si bien con la
delimitación del páramo se buscaba prohibir la minería ―práctica que afecta al medio ambiente―,
es necesario tener en cuenta que en ese lugar habitan comunidades que han vivido por varios siglos
de la minería artesanal12, convirtiéndose en una característica que hace parte de su identidad y de
su desarrollo cultural. En comparación con la minería artesanal, la escala del extractivismo hace
palidecer las formas de minería tradicionales por la rapidez con la que ecosistemas completos son
fragilizados o destruidos, y esto se ha acelerado en cuestión de un par de décadas, como en el caso
de los municipios auríferos del oriente santandereano, donde la megaminería transformó a los
mineros tradicionalmente activos en una minería artesanal, en trabajadores dependientes de vastas
operaciones extractivas que además de despertar la ambición de los mineros locales y las nuevas
generaciones, atrae nuevas capas de población flotante que distorsionan aún más las formas de
explotación de menor escala y las estrategias de organización comunitarias preexistentes.
La minería de escala, como la que se empezó a practicar en Vetas y California en la década de
1990, afectó el tejido social y los arreglos consuetudinarios locales, asi como los marcos de valores
que sostienen a la comunidad desde siglos atrás. El efecto inmediato fue una transformación de las
relaciones laborales, y luego sobrevino un acelerado proceso de destrucción del ecosistema. Si se
defiende la idea de cuidar el medio ambiente, esta iniciativa no debería ir en contra de los valores
culturales de las poblaciones. Es importante tener en cuenta que el concepto del “Buen Vivir” es
plural y multidimensional por lo que aún está en construcción, se podría aplicar al caso en estudio
como una manera de promover el desarrollo en el Norte de Santander y Santander, aunque en un
sentido realista no está en línea con las pautas de desarrollo regional y nacional que ha impulsado
el gobierno colombiano y que han alimentado paradójicamente la problemática. La protección del
páramo busca cuidar una de las principales fuentes hídricas de la región, sin embargo se debe tener
en cuenta que la minería es la forma de sustento de los pobladores, por lo cual una delimitación
total del páramo no parece ser la mejor forma de desarrollo para la población.

12

La Minería Artesanal y de Pequeña Escala (MAPE) se refiere a las actividades informales llevadas a cabo utilizando
poca tecnología y maquinaria, practicada por individuos, grupos o comunidades, usualmente de manera informal
(ilegal) y en países en vías de desarrollo. Debido a la ambigüedad del concepto MAPE, es difícil estimar su magnitud
y la cantidad de personas que trabaja en este sector, ya sea de manera permanente o estacional. (Minería artesanal y de
pequeña escala (MAPE), infra-mundo laboral, 2015)
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La minera artesanal se practica hace más de 200 años en estos municipios, y aun hoy es el eje
principal de las relaciones sociales y de las prácticas culturales de sus habitantes. En este sentido,
el oro puede considerarse un engranaje de la relación naturaleza–cultura que existe en las distintas
territorialidades que hay en Santurbán. Como lo afirma Buitrago (2014), el oro es parte de la
naturaleza y por lo tanto la forma en que los distintos actores se involucran con él define una visión
de vida. Desde el concepto del “Buen Vivir”, para los habitantes de Vetas y Californias el oro más
allá de ser un recurso económico, es un elemento que representa la importancia del agua y el
páramo para ellos. Existe una construcción mística13 alrededor del oro que también define una
forma de apropiación del territorio, que está cargada de simbología, magia y misterio, lo que genera
una relación más allá de la netamente utilitaria o instrumentalista propia de las lógicas de la
extracción y el comercio.
Las características del fenómeno expuestas permiten señalar que el “Buen Vivir” es un estilo de
vida que surge de sociedades apartadas de las ideas consumistas, con el propósito de discutir
alternativas conceptuales, pero también para responder a los problemas que se generan frente a la
forma de desarrollo actual. En efecto, trata de resolver problemáticas como el de la “erradicación”
de la pobreza, pero también atiende al debate de crear un nueva economía y soluciones específicas
como combatir el cambio climático y el cuidado del medio ambiente (Acosta, 2011). A lo largo de
este capítulo, se ha presentado los elementos teóricos que enriquecen el desarrollo de esta
investigación, con el propósito de entablar un debate de lo que implica para la sociedad moderna
la demanda y control de la extracción de los recursos naturales. Al considerar la importancia de la
relación humana con el territorio, y en seguimiento de las premisas que ofrecen la ecología política
en materia distributiva hacia la equidad productiva necesaria para el equilibrio medioambiental, es
necesario mirar en concreto los aspectos institucionales y legales que han dado paso a la compleja
relación entre la comunidad, las multinacionales, y el Estado frente al territorio en el contexto del
auge de la minería de oro en Santurbán. Allí se esclarecen las posibilidades de conflictos
socioambientales que acarrea una actividad productiva como la minería. En el siguiente capítulo

13

Construcciones místicas alrededor del oro en Santurbán: El oro está encantado— esta concepción se encuentra en
muchas lagunas que, dentro de la tradición oral de los vetanos y las vetanas, están vivas, son bravas y hacen llover y
granizar. A su vez, existe un vínculo con los páramos, en el sector de Páramo Rico, cuentan que hay una caída de oro
mágico que cuando se recoge y se funde desaparece. También se habla de animales y niños dorados que atraen a los
caminantes y los pierden en el páramo (Buitrago, 2012). El oro tiene vida y es una manifestación del páramo, por lo
que es considerado agente y sujeto y no solo objeto.
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se abordan los elementos institucionales para analizar las dinámicas territoriales, y los factores
legislativos que definen la problemática que existe en torno al modelo de desarrollo en Colombia
a raíz de la extracción de recursos naturales.
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CAPITULO 2 : DESARROLLO, INSTITUCIONES Y LEGISLACIÓN
MINERO-AMBIENTAL EN COLOMBIA
El debate actual sobre la explotación minera y sus efectos sobre la población, el medio ambiente y
la economía de un país permite analizar diferentes perspectivas acerca del modelo económico que
se está implementando en nuestro país. Para entender de qué forma Colombia ha padecido los
efectos del modelo extractivista, es necesario analizar elementos como el territorio, las instituciones
públicas y privadas, y el marco jurídico que las circunscribe, ya que son instrumentos e instancias
que influyen en el desarrollo de las políticas públicas del país. Para efectos de esta investigación
es importante hacer un estudio de los procesos de despliegue del aparato legislativo y las
intervenciones institucionales en el desarrollo de una política ambiental en torno al agua y a la
explotación de los recursos mineros. Con ello, se busca entablar una discusión en términos de
política ambiental minera y los organismos de control vigentes, así como del marco institucional
que los opera y gestiona para ofrecer resultados de impacto como beneficio o detrimento para el
conjunto de la sociedad.
El despegue en la exploración de hidrocarburos y minerales promovió el ingreso del capital
extranjero, y determinó parte del modelo de desarrollo en Colombia. Por esto es importante conocer
la legislación que definió parte del ordenamiento territorial y el control de los recursos naturales
que se encuentran en zonas de reserva o protección. Para el desarrollo de este capítulo, en primer
lugar, se señalan las principales ideas de desarrollo implementadas en Colombia desde 1950, y
luego se presentan los antecedentes de la legislación minera previa a la crisis ambiental que se
generó en la década de 1970. En segundo lugar, se abordan los efectos de la transición institucional
que se originó a partir de 1986, y allí se hace énfasis en los efectos directos del cambio
constitucional sobre la política pública ambiental y minera. Por último, se establece una relación
entre el Boom minero que se originó a finales del siglo XX, y el crecimiento económico de las
últimas tres décadas.

2.1. Antecedentes de la legislación y planificación para la explotación minera.
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El objetivo de esta sección es reconocer cuáles han sido los principales cambios de la legislación
minera en Colombia, que desde la época de la colonia y desde el primer decreto sobre minas que
expidió Simón Bolívar en el año de 1829, se ha transformado constantemente para responder a las
necesidades y requerimientos de este sector económico. En Latinoamérica, al igual que en
Colombia, se hizo necesaria la existencia de una legislación que regulara este tipo de actividad,
que de no llevarse a cabo dentro de ciertos estándares, puede ser muy perjudicial principalmente
para el medio ambiente y las comunidades aledañas a zonas mineras. A comienzos del siglo XVI,
durante la época de la colonia, los conquistadores españoles ocuparon el territorio colombiano y
despojaron de oro a los indígenas. Cuando terminó esta etapa de saqueo, los españoles continuaron
con la práctica extractiva en los lugares donde los nativos les señalaban que había depósitos
naturales, lo cual permitió que se consolidaran modelos de organización y sistemas de explotación
más eficientes para obtener el preciado metal en las fuentes naturales. De esta manera se formalizó
la temprana minería en el territorio de lo que más adelante sería Colombia; la administración
colonial implementaba la legislación minera que regía en España y bajo esta normativa se impuso
formalmente la actividad minera en la Nueva Granada (Poveda, 2002).
Durante la época de la República, Simón Bolívar expidió el primer decreto sobre minas, el cual
fomentó de manera legal la minería, y presentó a esta actividad extractiva como una de las
principales fuentes de riqueza para la naciente república. No obstante, la legislación minera
colombiana se ha transformado desde 1829, atendiendo diversas etapas que ha atravesado el país,
diferenciadas por gobiernos con distintos tintes políticos y visiones económicas, así como cambios
en el contexto internacional, bonanzas y ciclos de contracción, y la más reciente proliferación de
organizaciones de protección al medio ambiente; todos estos fenómenos a lo largo de la historia
del país han condicionado auges y crisis del sector minero, siendo el oro, carbón, níquel,
esmeraldas, zafiros y diamantes los minerales tradicionales que permitieron la conformación de un
sector minero exportador sólido.
El extractivismo se ha constituido como un modelo de acumulación que empezó a configurarse
desde la conquista y procesos de colonización en países de Asia, África, Norteamérica y América
Latina (Acosta, 2011). El éxito de esta actividad, la ha planteado como un modelo de desarrollo a
seguir para impulsar la economía de muchos países. El Extractivismo no es una práctica nueva; sin
embargo la forma de entenderlo en la actualidad suele estar ligada a la visión económica neoliberal,
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razón por la cual se hace alusión al sistema capitalista; esta situación puede entenderse a partir del
concepto “capitalismo minero” donde las grandes empresas toman ventaja de la interconexión
política y económica que el mundo globalizado de hoy les ofrece, lo cual les facilita la obtención
de recursos y la apropiación de territorios débilmente establecidos, donde la presencia del Estado,
las instituciones o una autoridad estatal que imponga la ley es precaria. Lo anterior permite
encontrar un ambiente propicio para maximizar sus beneficios a cualquier costo (Rocamora, 2013).
Durante los primeros años del siglo XX los metales fueron los únicos productos de la minería
nacional, y Colombia logró integrarse a la economía mundial a través del oro como producto
exitoso de exportación. Como lo afirma Molina (2014), esta incursión en la economía capitalista
permitió que se desarrollaran habilidades técnicas y empresariales, generó una distribución amplia
del ingreso por exportaciones, e impulsó el consumo de bienes manufacturados, lo que permitió la
acumulación de capitales que se invirtieron en otros sectores como la banca, el transportes, la
agricultura, y la financiación del Estado. En el desarrollo de esta investigación se realiza un balance
del marco legal que rige la ejecución minera en Colombia desde una perspectiva institucional y
ambiental, con el propósito de determinar qué leyes e instituciones están encargadas de establecer
un balance entre el desarrollo y la acumulación extractivista.

2.2. Legislación e instituciones durante el auge del desarrollo (1950-1970).
La crisis global que estancó el capitalismo en la década de 1930 y posteriormente los impactos
generados por la Segunda Guerra Mundial, obligaron a la clase dirigente del país a replantear la
estrategia de desarrollo sustentada en el modelo primario exportador, para adoptar una política
deliberada de industrialización como la única alternativa viable de desarrollo (Pineda, 1991); fue
allí cuando Colombia adoptó el modelo de industrialización por sustitución de importaciones, por
lo que el sector industrial se fortaleció, y llevó al país a una fase de modernización del aparato
productivo (1945 y 1956)14, donde la minería se constituyó como uno de los rubros con menores
aportes porcentuales al PIB. El objetivo era dotar al país de un aparato industrial que transformara

14

Durante los siguientes gobiernos: 1945-1946 / 1958-1962 Alberto Lleras Camargo; 1946-1950 Mariano Ospina
Pérez; 1950-1951 / 1953 Laureano Gómez Castro; 1951-1953 Roberto Urdaneta Arbeláez; 1953-1957 Teniente
general Gustavo Rojas Pinilla
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materias primas, agregara valor a mercancías, para así dinamizar el empleo, el consumo y el ahorro
hacia la reinversión. El proceso fomentó un sector secundario incipiente, que le restó importancia
en la macroeconomía al componente minero como una alternativa para disminuir la dependencia
del país al mercado mundial.
Los cambios estructurales de la fase de industrialización que se dio entre 1945 y 1956, coincidieron
con el proceso de ajuste de las políticas económicas de Estados Unidos y Europa occidental, lo cual
significó un progresivo ajuste modernizador para que el proceso extractivo de minerales
respondiera a las dinámicas internacionales, en particular satisfacer la demanda por materias primas
de los países industrializados. Bajo este contexto económico del país, surgieron cambios en la
legislación minera; Becerra (2013) señala que, en la década de los cincuenta el Estado definió con
mayor claridad la política del sector y acotó las siguientes especificaciones i) la exploración y
explotación de Recursos Naturales no Renovables estarían lideradas por empresas estatales; ii)
estas empresas podrían realizar dichas actividades directamente o mediante terceros; iii) cuando
estén asociadas para exploración/explotación de hidrocarburos se hará a través de contratos de
asociación y para el carbón con contratos de Aporte Minero.
Después de la década de 1950, las explotaciones de productos primarios en Colombia empezaron
a constituir una forma de financiar el desarrollo, por lo cual el Estado incrementó el otorgamiento
de contratos y concesiones de explotación minera a nacionales y a empresas extranjeras. Pécaut
(2006) habla de la política económica, la planificación hacia el desarrollo, y la progresiva
ampliación de medidas que favorecen la inversión extranjera, y aumentan por vía de exenciones de
impuestos y contratos favorables, la llegada de grandes empresas extractivas. La Política
Económica del gobierno de Lleras (1966-1970) implementó diferentes proyectos económicos
orientados a fomentar las inversiones extranjeras15, pues según Pécaut, “Lleras desde antes de su
posesión deseaba cierto control de las inversiones extranjeras y del uso de los créditos
internacionales”. Al mismo tiempo, “este gobierno se había fijado como primer objetivo elevar las

15

Para realizar este proyecto Lleras disponía de un prejuicio favorable de parte de los Estados Unidos, que esperaban
una política prudente de un hombre que había estado a la cabeza de filiales de grandes empresas norteamericanas
(Pécaut, 2006, P. 55)
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inversiones públicas” así como la capacidad de intervención del Estado, esto con el fin de suplir
donde la inversión privada no era suficiente16.
Una disminución en las exportaciones generó que desde 1957 se empezaran a implementar
incentivos a las exportaciones; ya en el gobierno de Carlos Lleras durante el Frente Nacional, las
políticas económicas estaban particularmente orientadas a reanimar el sector productivo minero
que durante este periodo se destacó por no producir para el consumo doméstico, todo era dirigido
a las exportaciones.
[…] se deben mencionar las medidas adoptadas por el gobierno de Carlos Lleras Restrepo.
La decisión de dejar flotante la tasa de cambio, y por lo tanto de practicar una devaluación
flexible y continua, constituía un impulso no despreciable. Más importante aún fue la
instauración, en 1967, de un subsidio a las exportaciones, el CAT (Certificado de Abono
Tributario), equivalente al 15% del valor de los productos exportados, subvención de la que
solo se excluían las exportaciones de café, madera y cuero (Pécaut, 2006, p. 192).
En resumen, el balance del gobierno de Lleras es desde muchos puntos de vista ambiguo, pues
hubo un incremento en la producción industrial y la expansión del PIB continuó, sin embargo la
producción agrícola y cafetera obtuvieron las tasas de crecimiento más bajas.
Como lo afirma Pécaut, el rápido desarrollo capitalista de Colombia tuvo una estrecha relación con
el capitalismo internacional si se tiene en cuenta las filiales de las empresas multinacionales
extranjeras que durante la época acentuaron sus actividades en territorio colombiano. En otras
palabras, mientras favoreció la industrialización con una estricta modernización institucional y
tributaria, también les abrió la puerta a las primeras corporaciones extractivistas que fueron
progresivamente arruinando sectores industriales ―incluido el minero, por vía de la minería
artesanal y la crisis de Acerías Paz del Rio― en la década de 1970 y 1980.

Durante el gobierno de Misael Pastrana (1970-1974) el Estado reafirmó los derechos de
la nación en varios campos, y uno de ellos fue el de los recursos mineros. En 1970 se promulgó un
nuevo Estatuto Minero, en donde se consagró la nacionalización del subsuelo y se establecía que

16

Así como también, para limitar el desempleo en las grandes ciudades, que aumentó como consecuencia del
desarrollo industrial de los años precedentes.
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la actividad minera es de utilidad pública. Estas medidas fueron importantes si se tiene en cuenta
que gran parte de las riquezas mineras fueron apropiadas por compañías privadas, en su mayoría
de carácter extranjero. Durante esta época, las compañías extranjeras resultaron afectadas ya que
se reformaron los contratos, duplicando las regalías a favor del Estado. Desde el gobierno de Carlos
Lleras se informaba y discutía sobre el peligro que representa para la economía colombiana la
dominación de empresas extranjeras en ramas industriales, sin embargo, fue hasta el gobierno de
Misael Pastrana que se toman las medidas para contrarrestar tales efectos (Pécaut, 2006).

El incentivo al desarrollo sin embargo no se compensaba con una atención por el tema de la
preservación medioambiental. La línea hacia la modernización no se dirigía hacia un proceso de
comprensión de los efectos devastadores que podrían tener en las generaciones futuras. Durante el
gobierno de Misael Pastrana el modelo de sustitución de importaciones vivió otra etapa impulsada
por la nueva relación con el mercado internacional, que se manifiesta a través del crecimiento de
las exportaciones. Daniel Pécaut (2006) afirma que la estrategia económica durante este periodo
deja ver las exigencias que implicaba el proceso de adaptación al desarrollo capitalista acelerado.
Lo anterior se refleja a través de las tasas de crecimiento elevadas y la prosperidad de las empresas
capitalistas, industriales, agrícolas y financieras. No obstante, la baja de los precios del café, así
como los resultados negativos del sector de la agricultura, son entre otras las causas del lento
crecimiento económico en los años posteriores.

2.3. Los pilares de la gestión del Estado frente al problema medioambiental.
A nivel internacional, la borrasca de crecimiento económico de la postguerra, donde el efecto
medio ambiental empezaba a preocupar, generó factores como la devaluación del dólar que se
tradujeron en Colombia en un encarecimiento de las exportaciones, y una aceleración de la
inflación como contrapeso en las economías de los países industrializados. La crisis económica y
desencanto frente a los efectos de los líderes mundiales de las potencias desarrolladas, golpeó
directamente la economía colombiana, lo que produjo una nueva política económica que estableció
un liberalismo económico diferente, lo que implicó la movilidad de los factores de producción a
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través de cuatro ejes17: la creación de empleo, el aumento de las exportaciones e importaciones, la
elevación de la productividad agrícola, y el desmantelamiento de las estructuras monopolísticas en
el país.

Para el año 1975, el modelo de desarrollo seguía regido por la idea de la agricultura tradicional, ya
que de ella se derivaba la importancia para el empleo y la producción de algunos alimentos de
consumo. No obstante, el panorama de la economía era desalentador, pues no crecía más del 1,8%,
y los tres sectores más afectados eran la industria, la construcción y la inversión pública. Durante
la década de 1970 a nivel internacional se presentaron considerables aumentos en la demanda de
materias primas. Este incremento en la demanda de recursos extractivos que se dio a escala global,
ocasionó la denominada Crisis Energética Mundial. “En teoría, esta crisis energética comenzó en
1973, cuando el mundo se encontraba en una situación de incertidumbre y temor al darse cuenta
de que el equilibrio oferta-demanda de los productos petrolíferos se habían roto” (Velasco, 1981,
p.83), esto ocasionó que el mundo entrara en un periodo de depresión económica, ya que no se
habían desarrollado energías alternativas viables que permitieran suplir el excedente de demanda.
Una de las consecuencias de esta Crisis Energética fue que surgiera la preocupación internacional
por el medio ambiente18. A nivel nacional, los problemas de la economía colombiana empeoraron
cuando estos coincidieron con los cambios negativos de la coyuntura mundial, y la crisis energética
que se estaba desarrollando a causa del alza de precio del petróleo pactada por los países de OPEP
(Organización de Países Exportadores de Petróleo).

17

La nueva estrategia implicaba promover la movilidad de los factores de producción a través de cuatro políticas
importantes. La primera, la política de construcción, que buscaba impulsar la creación de empleo. Segundo,
la política de exportaciones, situación que favoreció la coyuntura del mercado internacional- aumento de las
exportaciones menores, diferentes al café, como productos derivados del cuero y productos químicos y plásticos.
Tercero, la política agraria que buscaba estimular el desarrollo de la agricultura capitalista de alta productividad
a través del Fondo Financiero Agropecuario. Por última, la Política industrial promovida a través del proyecto
de control de los monopolios, y desmantelamiento de la políticas proteccionista (Pécaut, 2006).
18
Tras el Año de protección de la Naturaleza (1970), dos años más tarde tuvo lugar la Conferencia de Estocolmo sobre
el Medio Humano […] Por su parte, en 1972 la Comunidad Económica Europea –actual Unión Europea– celebró en
París una de sus habituales Cumbres pero ésta pasó a la historia por el punto 8º de su declaración final, dedicado al
medio ambiente, donde invitan a las instituciones de la comunidad a establecer, antes del 31 de julio de 1973, un
programa de acción ajustado a un calendario preciso. Poco después, los ministros del ramo se reunieron en la antigua
capital alemana, Bonn, el 31 de octubre de 1972, para acordar los principios generales en los que sustentar la política
medioambiental de la Comunidad. Desde entonces, se han ido aprobando otros nuevos programas marco (Velasco,
1981).
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En Colombia desde 1970, en el marco de un impulso hacia la planificación del desarrollo, y a fin
de alinearse a las dinámicas internacionales, se manifestó la intención de adaptar las instituciones
necesarias para preservar el medio ambiente y establecer los mecanismos legales para su ejecución.
Llegada esta década, se empezaban a configurar instituciones pioneras en el manejo ambiental en
el país, tales como el Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente
(INDERENA) creada en 1968, y las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo
Sostenible (CAR) 19 ; estas instituciones lo que hicieron fue descentralizar el manejo del tema
ambiental; tal fenómeno se vinculaba con el ejercicio en la década de 1980 de la descentralización
del poder político, que inicia con la elección popular de alcaldes en el país, por medio del Acto
Legislativo 01 de 1986, al final del gobierno de Belisario Betancur. Este aspecto significó un
manejo progresivamente más autónomo de los recursos y los rendimientos de procesos extractivos
de escala y artesanal. El efecto con los años sería devastador porque permitió que intereses
predatorios fueran potenciados con los impulsos de las compañías multinacionales que encontraban
vacíos legales y medioambientales que podían hacer que sus ganancias se multiplicaran, ante la
política macroeconómica de abrir la economía a la inversión foránea.
La Conferencia de Estocolmo de 1972, constituyó los pilares de la gestión ambiental, y estableció
la importancia del cuidado y desarrollo sostenible del medio ambiente. La participación de
Colombia para la época permitió que durante la década de 1970 el INDERENA se creara con el fin
de armonizar la relación entre el desarrollo y la conservación de los recursos naturales. Esta
organización ayudó a crear un ambiente de institucionalización de la gestión ambiental, y propició
la aceptación en la sociedad para promover la protección del medio ambiente en la agenda nacional.
Allí se fundaban las bases para la posterior creación de agencias como el Sistema de Parques
Nacionales Naturales, y fue el antecesor del Ministerio de Ambiente, creado a partir de la Ley 99
de 1993. Paradójicamente, mientras se institucionalizaba la administración de “lo ambiental”, se
fortalecían los esfuerzos para ofrecer las condiciones para la llegada de corporaciones
especializadas en la explotación de recursos. Como respuesta a la Conferencia de Estocolmo, se
generó la necesidad de establecer una legislación ambiental propicia para el país, y en 1974
Colombia desarrolló el Código Nacional de los Recursos Naturales (Decreto Ley 2811 de 1974),
19

Las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible (CAR) son entes corporativos de carácter
público, integrados por las entidades territoriales, encargados por ley de administrar dentro del área de su jurisdicción
el medio ambiente y los recursos naturales renovables, y propender por el desarrollo sostenible del país.
(Minambiente.gov)

45

en donde se estipulaba como principio que el ambiente es patrimonio común de la humanidad, y
necesario para la supervivencia y el desarrollo económico y social de un país. Parte de su estructura
inicial sigue vigente en la Constitución de 1991, sin embargo varios de sus artículos han sido
reformados o han desaparecido, y muchos de sus lineamientos sirvieron de base para crear la Ley
99 de 1993, la cual dio origen al Sistema Nacional Ambiental (SINA) (Salinas, 2007; Rodríguez,
1994).
A raíz de la crisis energética a nivel internacional surgió la preocupación por el medio ambiente;
por su parte Colombia en su afán de adherirse a las dinámicas internacionales, crearía diferentes
instituciones para el control y protección de los recursos naturales con el fin de responder a la
creciente demanda energética sin afectar el medio ambiente. Esta crisis global energética de los
años 1970 significó para el país una búsqueda de alternativas económicas, como la liberalización
de la economía y una participación más activa del sector energético. Con ello, se empezaba a
coordinar el manejo de recursos y a su vez estudiar los efectos sociales, territoriales y ambientales
en las zonas donde había recursos y se emprendía la explotación. En el siguiente apartado se
presenta un balance de la literatura frente a la forma en como en la actualidad se entiende el
concepto de desarrollo.

2.4. Crisis medioambiental: la crítica a la idea tradicional de desarrollo.
En la década de 1980, cuando las instituciones ya llevaban cierta trayectoria, el país seguía inmerso
en una crisis del manejo medioambiental, la cual debía ser enfrentada a través de mecanismos
institucionales y legales; pero estos mecanismos fueron insuficientes porque primaba el interés de
desarrollar el país mediante la apertura a la inversión extranjera, al precio de pasar por encima de
la legislación ambiental misma, y paradójicamente a veces a través de las mismas instituciones que
se crearon con el propósito de proteger al medio ambiente. Estas dinámicas de sobreponer el
desarrollo económico sobre el deterioro ambiental pueden entenderse como un patrón común en
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los países de América Latina, que tienden a implementar modelos económicos a favor de la
explotación de recursos primarios (Göbel, 2014)20.
Fue así como el debate sobre el desarrollo ganó atención, debido a la insistencia de los países,
particularmente Latinoamericanos, de instaurar modelos económicos que favorecieron la industria
extractiva y la inversión extranjera, argumentando que estas medidas permitirían un crecimiento
de los indicadores económicos, y en consecuencia el desarrollo de los países. Autores como
Gudynas alimentan este debate con críticas a la idea central del desarrollo como la idealización del
crecimiento perpetuo, por lo que el autor se refiere al informe “Los límites al crecimiento” 21
(Meadows et al., 1972), que analizó las tendencias globales de crecimiento, y estableció como
resultado que se alcanzan los límites del crecimiento en los próximos cien años. Muchos
intelectuales de izquierda latinoamericanos también se sintieron cuestionados por los resultados
del análisis, ya que “a su juicio, se estaban atacando aspectos que ellos consideraban positivos,
como la modernización, el aprovechamiento de las riquezas ecológicas latinoamericanas, y la
propia idea del crecimiento” (Gudynas, 2011, p. 26). Este es el factor de controversia del problema
ambiental: al criticar la idea del desarrollo se hace a la oposición tanto de quienes defienden el
liberalismo económico capitalista, así como de la izquierda que lo considera como una tarea de
desarrollo pero impulsada por el Estado.
Veltmeyer destaca en su texto que las problemáticas en torno al modelo de desarrollo extractivo,
se han desatado a raíz de la construcción del Estado pos neoliberal que se implementó en América

20

Lo común a todas las etapas identificadas en el proceso histórico latinoamericano, es que el modo de producción y
distribución ha tenido como objetivo el lucro acelerado para la empresa privada (por lo general extranjera) y, casi
siempre, se ha alejado de los intereses del ser humano y del ambiente del lugar. Dirigidos por mercados externos
altamente selectivos, los países de la región han demostrado un comportamiento extractivista, depredador,
contaminador, con un manejo inadecuado del ambiente y un Estado ausente como regulador y fiscalizador (Göbel,
2014, p. 406).
21
Un tema que siempre es objeto de debate es el desarrollo sostenible como conductor de crecimiento económico; un
referente de importancia que alimenta este debate es el libro The Limits to Growth (Meadows, 1972) donde la tesis
principal de los autores es que, “en un planeta limitado, las dinámicas de crecimiento exponencial (población y
producto per cápita) no son sostenibles”. En este sentido los autores afirman que el planeta pone límites al crecimiento,
como los recursos naturales no renovables, los cultivos finitos de la tierra y la capacidad del ecosistema de absorber la
polución. El informe de este programa se actualiza cada cierto tiempo y en varias ocasiones los resultados han sido
una extralimitación en el uso de los recursos naturales; a manera de solución los autores plantean que “se debe detener
el crecimiento exponencial de la economía y la población, de modo que los recursos naturales que quedan no sean
mermados por el crecimiento económico para que de esa forma puedan perdurar más en el tiempo”. Este libro también
fue referente para debates como por ejemplo la Conferencia de Estocolmo de 1972, sobre el Medio Humano.
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Latina como forma de desarrollo más incluyente, en el que la extracción de recursos naturales ha
sido el punto de partida en la economía de diversos países, al igual que el apoyo al capital extractivo
por medio de políticas públicas dadas por el Estado. El modelo económico de extracción que ha
logrado posicionarse internacionalmente insiste en que la eliminación de la pobreza es algo
alcanzable sin la modificación del modelo de acumulación y consumo, pues al mismo tiempo puede
darse sin ninguna pérdida de riqueza o poder por parte del 1% de la población; sin embargo, esto
resulta ser una falsa argumentación pues la pobreza se produce a través de procesos de despojo y
explotación de los recursos naturales. En otras palabras, lo que para unos es síntoma de riqueza,
para otros es la destrucción y privación de sus derechos como anticipo a la pobreza. Es por ello que
los modelos de desarrollo que promueven la acumulación de riqueza no son una solución al
problema que se trata abordar con respecto a las comunidades y al cuidado del medio ambiente
(Veltmeyer & Petras,2014).
Gudynas resalta la importancia de entender cómo el modelo económico de acumulación y
extracción, si bien se presenta principalmente en los países de América Latina como un modelo de
desarrollo rápido, al transcurrir el tiempo deja secuelas irreversibles en la naturaleza, debido a que
la explotación de recursos naturales trae consigo una serie de procesos que impactan de manera
directa el subsuelo y los recursos naturales de las comunidades donde se desempeña la actividad.
Autores como Veltmeyer (2011) y Acosta (2011), a partir del concepto del “Buen Vivir”, señalan
que es importante que se implementen otros modelos económicos que sean más amigables con la
naturaleza, y así evitar daños irreversibles en las comunidades y pueblos donde se practica la
extracción de recursos naturales.
El debate sobre el desarrollo está lejos de terminar, no solo porque involucra los efectos
anteriormente mencionados, sino que además de generar problemas ambientales y sociales en las
comunidades que habitan en estos espacios naturales, ya que hay un límite de recursos y su excesiva
demanda puede traducirse en un aumento de la contaminación ambiental de recursos naturales,
como el agua y la tierra. Esta temática se abordará en el estado del caso de Vetas y California, con
la explotación aurífera y la delimitación del páramo de Santurbán. A continuación, se presentan los
principales lineamientos de la legislación minera que rige la actividad extractiva en el país, con el
fin de identificar cómo el boom minero tuvo un impacto territorial y económico a nivel local, con
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efectos también en los intereses de las multinacionales que invirtieron en la explotación del oro
con el auspicio estatal.

2.5. Establecimiento y puesta en operación de la legislación minera en Colombia.
En la década de 1980, mientras el mundo empezaba a preocuparse por el medio ambiente y a
cuestionarse las ideas entorno al desarrollo, paralelamente en el país se configuraban instituciones
que se adaptaron a estos patrones de debate público en temas medioambientales. Sin embargo
Colombia durante la década de los ochenta, estaba embarcada en deudas y compromisos
internacionales que impedían una legislación favorable a los intereses de la sociedad, y así atender
los llamados de los protectores de la soberanía económica y ambiental. La prioridad era el
crecimiento, y cumplir los requisitos para conseguir préstamos e inversiones pactados con
organismos multilaterales y privados del concierto económico internacional. En consecuencia
debido al doble rol del Estado como agente regulador y administrador de los recursos, y como
agente económico y productivo, se presentaron disfunciones desde el comienzo en la legislación
minera del país. Un ejemplo es la Ley 57 de 1987, que estableció condiciones más atractivas para
actores privados nacionales e internacionales a incursionar en la minería.
En efecto, la Ley 57 de 1987 dio facultades extraordinarias al Presidente, en ese entonces
Virgilio Barco (1986-1990), para expedir el Código de Minas en un plazo de un año. El
Código Nacional de Minas fue expedido mediante el Decreto 2655 de 1988. Sus objetivos
eran fomentar la exploración en el territorio, facilitar la explotación racional para que
respondiera a la demanda, generar empleo en este sector, estimular la inversión en la
industria y promover el desarrollo en las regiones donde se adelantara. (Martínez, Peña,
Calle & Velásquez, 2013, p. 67)
Estas acciones emprendidas por el Estado para facilitarle las condiciones a privados nacionales e
internacionales, se vieron limitadas con la Constitución de 1991 la cual estableció por primera vez
que “el Estado tiene la obligación de planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos
naturales para garantizar su desarrollo sostenible, conservación, restauración o sustitución”
(Rettberg, Ortiz & Yañez, 2014, p.34). Esto quiere decir que, con la Constitución de 1991, las
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facultades del Estado como agente regulador y económico que incentivaba la incursión minera se
vieron limitadas y desde entonces debían orientarse a una ejecución responsable. Desde entonces
el Estado debía garantizar la preservación del medio ambiente y controlar factores de deterioro
ambiental.
Este comienzo de la defensa y conservación del medio ambiente en Colombia, responde también a
lo que acontecía en la esfera internacional en ese momento; los efectos de largo plazo de la crisis
mundial de los 1970s, donde se cuestionó el desarrollo y el crecimiento como premisas y de donde
surgió la movilización ambientalista y la legislación en el tema. Así la agenda internacional
influenció la legislación colombiana para llevar al país a hacerse partícipe de distintos
compromisos internacionales en materia ambiental, como por ejemplo todas las responsabilidades
ambientales promovidas por la ONU:
Colombia siendo uno de los países miembros de las Naciones Unidas debe ser competente
con los objetivos establecidos por la ONU en el marco de la declaración del nuevo milenio,
por lo tanto el Estado colombiano debe promover la Sostenibilidad Ambiental como uno de
los principales pilares de desarrollo de la nación, incluyendo la explotación sostenible de
los recursos naturales en la agenda nacional de desarrollo. (López, J., 2017, p.26)
Fueron los principios de protección al medio ambiente establecidos en la Constitución de 1991 los
que conllevaron a la formulación de la Ley 99 de 1993; Rettberg et al (2014) sugieren que esta Ley
destaca en tres aspectos; el primero al proponer que el desarrollo sostenible es aquel que conduce
a elevar el crecimiento económico, la calidad de vida y bienestar social sin agotar los recursos. El
segundo, define la “licencia ambiental” como la autorización que otorga la autoridad ambiental
para ejecutar cualquier actividad minera. El tercer aspecto es que esta Ley sugiere que el estudio
del impacto ambiental, que debe ser presentado por el solicitante, debe señalar la localización del
proyecto y elementos bióticos, abióticos y socioeconómicos que puedan sufrir deterioro, así como
información de los posibles impactos. La Ley 99 de 1993 es importante, porque además de exponer
la importancia de la protección y preservación del medio ambiente en Colombia, fue la Ley
mediante la cual se creó el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.
Estas medidas medioambientales implementadas desde los años noventa no significaban que
hubiera disminuido el interés del Estado de estimular el extractivismo, debido al gran atractivo
50

económico que representaba. Esto se puede ver reflejado en las intervenciones del Estado,
precisamente en los años noventa durante el gobierno de César Gaviria (1990-1994), quien afirmó
que “al menos la mitad del crecimiento de la economía en los próximos tres años debería ser
aportado por la inversión extranjera y mostraba ya cómo la minería y el sector energético eran los
más dinámicos” (Fierro y Toro, 2012, p. 36). Sin embargo, también surgieron críticas debido a la
intervención paralela del Estado en aras de proteger el medio ambiente; los gremios y empresas
mineras estimaban que dichas medidas establecidas en la Constitución de 1991 y en la Ley 99 de
1993, entorpecían el libre desarrollo potencial del sector.
Años más tarde surgió otro precedente al Código Minero actual (la Ley 685 de 2001). Esta Ley
buscaba suplir de la necesidad de ajustar la reglamentación a la Constitución de 1991, sin embargo
sus postulados atienden principalmente las exigencias del gremio minero quienes pedían que se
modificara aquellos puntos que obstaculizaban su labor. Esta Ley ha sido trascendental porque
cambió las pautas con las que regían el sector extractivo minero. La Ley 685 de 2001 además
instauró las bases para reconocer ciertas incompatibilidades entre la explotación de recursos y los
principios de la Constitución del 1991, particularmente allí donde se contraría la noción del Estado
Social de Derecho22, o que rompe la estructura descentralizada del Estado23, y por último porque
definió una reglamentación propia para el manejo ambiental, lo que desestima la Ley 99 de 1993.
De 1993 a 2010 se sumó un factor importante: el llamado auge minero-energético, con el cual el
extractivismo se afianzó y la legislación se pudo manipular dentro del marco de la Constitución de
1991. En 2010 la legislación minera se vio nuevamente modificada debido a que persistían vacíos
en materia de legislación minera; se requería establecer y definir las zonas en las que se podría
realizar la minería sin afectar ecosistemas como bosques, humedales y páramos. Este es el caso del
22

Desestima la noción de Estado Social de Derecho: El Código tiene como eje principal la reducción del papel del
Estado en la regulación, fiscalización y promoción del sector, anulando su rol de empresario; elimina las empresas
mineras nacionales públicas o mixtas de las cuales se obtenían ingresos netos por la extracción de RNNR. Cede en
gran medida el protagonismo al sector privado, lo que favorece el desarrollo de la gran minería y deja en segundo
plano la protección ambiental, social y cultural. Además, privilegia a los grandes inversionistas extranjeros en
detrimento de la mediana y pequeña minería, actividad que ha sido desarrollada ancestralmente por varias poblaciones
dentro del país (Martínez et al, 2014, p.12).
23
La Ley 685 de 2001 rompió la estructura descentralizada del Estado. El Código reafirma que los minerales yacentes
en el suelo o el subsuelo son de propiedad exclusiva del Estado lo que implica que el gobierno central es quien toma
las decisiones en materia de política, regulación y concesión, desconoce a los entes subnacionales como actores que
integran el mapa de la actividad minera en el territorio nacional. Adicionalmente, mantiene el carácter de utilidad
pública e interés social a la industria minera dando facultades al Estado para expropiar bienes de particulares bajo el
argumento de que estas acciones son necesarias para el ejercicio y desarrollo de la minería, reduciendo la autonomía
de los municipios (Martínez et al, 2014, p.13).
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Páramo de Santurbán, que desde el año 2006 tuvo inconvenientes para establecer su delimitación,
y la prohibición de cualquier actividad extractiva en áreas consideradas de protección ambiental.
Para solucionar este tipo de inconvenientes el gobierno nacional presentó al Congreso un proyecto
de reforma al Código, el cual fue aprobado como la Ley 1382 de 2010:
La nueva ley buscaba modificar el otorgamiento de concesiones mineras, la formalización
de la minería artesanal, las zonas excluibles de minería, los requisitos de licencia ambiental
para proyectos mineros, el régimen de prórrogas de los contratos de concesión minera y el
trámite para la conformación de las áreas de la integración minera, entre otros” (Martínez
et al, 2014, p.16).
No obstante, esta Ley fue declarada inexequible por la Corte Constitucional en 2011, por no haber
sido consultada previamente con las comunidades indígenas y negras, ya que se trataba de una Ley
que las afectaba directamente. Esta situación se puede ver reflejada en las comunidades aledañas a
las zonas mineras del Páramo de Santurbán, quienes se vieron afectadas en la medida en que no se
tuvo en cuenta su estructura socioeconómica, la cual se basa en gran parte en la minería, actividad
que la Ley 1382 de 2010 prohibía en zonas paramunas como Santurbán. La Corte dio un plazo de
dos años al gobierno para que sometiera la Ley a consulta previa, y la presentara nuevamente.
Lo que hizo el gobierno fue presentar en 2012 un proyecto de ley, que era obligatorio someter a
consulta previa; esta reforma al código buscaba modificar, derogar y adicionar artículos de la Ley
1382 de 2010. Este proyecto generó controversia, ya que “dejaba como áreas desprotegidas
aquellas que habían sido declaradas en protección ambiental ―páramos, humedales Ramsar―, no
se había otorgado títulos mineros sobre ellas y estaban delimitadas geográficamente” (Martínez et
al, 2014, p.16). La polémica se basa en que además, se eliminó la aprobación del Ministerio de
Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) para la exploración en zonas de reserva forestal, lo que
significa que estas áreas quedarían desprotegidas. Fierro y Toro (2012) afirman que esta propuesta
mostró que para el gobierno la locomotora minera no tenía reversa, por lo cual puso nuevamente a
disposición del sector privado el territorio colombiano para su explotación. En últimas esta Ley
fracasó debido a que el gobierno presentó atrasos en el requisito de la consulta previa.
Todas estas y otras modificaciones, permitieron el mejoramiento del actual Código Minero
colombiano, y en él se establecieron las reglas a seguir para la ejecución de cualquier actividad
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minera. Es importante señalar que este Código Minero (la Ley 685 de 2001) finalmente, y gracias
al fallo de la Corte Constitucional (2016), prohíbe la minería en los páramos del país, que al igual
que el páramo de Santurbán se constituyen como zonas de exclusión extractiva. Esta sentencia puso
fin a las controversias que habían surgido de las leyes mineras anteriores. El futuro de los proyectos
que contaban con licencias ambientales o instrumentos de control otorgados antes del 2010
quedaron prohibidos, perdieron vigencia, o quedaron anuladas.
Los cambios en la legislación atienden a varias facetas del fenómeno minero como la económica,
la productiva, la laboral y quizá la más reciente, la faceta medioambiental. La configuración del
modelo extractivo ha permitido que el sector de la minería se fortalezca a través de los años, sin
embargo la regulación y la definición de los mecanismos de control todavía están en proceso de
consolidarse. A continuación, se analiza el papel de las instituciones frente al control y manejo de
los recursos naturales, definiendo la política pública y las decisiones tomadas en materia de
desarrollo que se han establecido a partir del cambio constitucional de la década de 1990.

2.7.Del ajuste estructural neoliberal, al desajuste institucional. Instituciones y regulación
medioambiental 1990-2010.
El cambio institucional de las entidades ambientales en Colombia, y la transición que se dio entre
la Constitución de 1886 y la sancionada en 1991 sirvieron, para que se establecieran los principios
generales de la política ambiental colombiana. Durante el gobierno de Cesar Gaviria Trujillo (19901994) hubo significativos cambios en materia política, lo que incluye que logró impulsar la
Constitución de 1991, renovó los cimientos institucionales del país, creó nuevos espacios de
participación democrática, modernizó la justicia, y sentó las bases para la construcción de un
sistema ambiental eficiente que respondiera a las necesidades que el país enfrentaba en su
momento. Mediante la Ley 99 de 1993, el Congreso de Colombia creó el Ministerio de Medio
Ambiente, encargado de la gestión y conservación del ambiente, y organizó el Sistema Nacional
Ambiental (SINA)24, el cual se define como el conjunto de orientaciones, normas, actividades,

24

El Sistema Nacional Ambiental (SINA) está integrado por 44 instituciones del Estado, responsables de la política y
gestión ambiental; el Ministerio del Medio Ambiente, 34 Corporaciones Autónomas Regionales (CAR´s), 4 unidades
ambientales urbanas y 5 Institutos de Investigación adscritos y vinculados al Ministerio. El Consejo Nacional
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recursos, programas e instituciones que permiten la puesta en marcha de los principios generales
ambientales contenidos en la Constitución Política de Colombia de 1991 y la Ley 99 de 1993. De
acuerdo a Salinas (2007) este hecho permitió que se creara una estructura legal, financiera e
institucional sólida para una mejor gestión y manejo de los recursos naturales del país. No obstante,
con el paso de los gobiernos y especialmente en los últimos periodos presidenciales, se ha
evidenciado un deterioro en dicha estructura institucional, lo que pone en duda la capacidad de
gestión y control de entidades como el Ministerio de Medio Ambiente y las CAR.
En materia de minería, con la liberalización de la economía colombiana en la década de 1990, el
país entró en una dinámica de aumento en la Inversión Extranjera Directa (IED) y las exportaciones
principalmente de materias primas como el oro, el carbón, y el petróleo, entre otros. La
institucionalidad durante este periodo en materia de gestión ambiental intentó consolidarse gracias
a que durante los gobiernos de Ernesto Samper (1994-1998) y Andrés Pastrana (1998-2002), las
instancias de gestión ambiental dieron continuidad a la política de protección y regulación que se
dispuso desde la creación del SINA. Con ello, se buscaba un mayor fortalecimiento de la autoridad
ambiental; sin embargo, este proceso tuvo un retroceso durante el primer periodo presidencial de
Álvaro Uribe (2002-2006) ya que durante su mandato se impulsó una reforma política que creaba
condiciones de inestabilidad institucional, como veremos más adelante.
Durante los dos primeros años de gobierno de Álvaro Uribe se fusionó el Ministerio de Ambiente
y el Ministerio de Desarrollo, lo que dio origen al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial (MAVDI): esta fusión constituye un balance negativo para la política ambiental que se
venía desarrollando desde los años anteriores. Además de que nominalmente se desnaturalizó el
propósito de que el Ministerio fuese una entidad en el ejecutivo autónoma frente a los intereses
económicos que impulsan el desarrollo de la industria extractiva a cualquier costo, otros aspectos
afectaron el propósito mismo de proteger el medio ambiente. Aspectos como la pérdida de
liderazgo del Estado en el manejo de asuntos críticos de la política ambiental, la poca intervención
del Ministerio en el debate público respecto a problemas ambientales, la promoción de proyectos

Ambiental tiene el propósito de asegurar la coordinación intersectorial en el ámbito público de las políticas, planes y
programas en materia ambiental y de recursos naturales renovables.
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con un alto impacto ambiental, así como el aumento de la captura regulatoria 25 y una seudoinstitucionalidad de prácticas como la de la “puerta Giratoria”, en tanto los funcionarios y
tecnócratas en materia minera se rotan en cargos públicos y privados, son entre otros, factores los
que explican el declive institucional que pudo ocasionar la reforma intrainstitucional y la fusión de
los ministerios, y en general las irregularidades legislativas e institucionales que como se ha
señalado, ocurren desde la década de 1980 (Blackman, 2005; Rodríguez, 2007).
No hay que desconocer que desde la creación del Ministerio de Ambiente (1993), este había
presentado problemas en su capacidad técnica y política, como lo evidencian los problemas de
control y regulación a nivel regional en temas como los efectos socio ambientales ocasionados por
la minería. Sin embargo como afirma Rodríguez (2007), con el gobierno de Álvaro Uribe esa
capacidad y los problemas organizacionales aumentaron considerablemente. Durante sus dos
periodos presidenciales la política ambiental fue difusa, ya que se dio prioridad financiera y
favorabilidad política a los proyectos de desarrollo, mientras que los proyectos entorno al cuidado
de los recursos naturales y en general el propósito del mejoramiento de la calidad del ambiente,
fueron aspectos poco tenidos en cuenta dentro del orden político nacional. Lo anterior responde al
declive institucional y el déficit en gestión ambiental ocurrido durante esos años, ya que el
desmantelamiento y las modificaciones en la legislación e instituciones concernientes al sector
ambiental no respondieron a los retos del país y las condiciones específicas de la economía
colombiana.
La fusión de los ministerios generó adicionalmente confusión, ya que no fue clara la jurisdicción
de las carteras tanto de vivienda como de ambiente. Como resultado, el nuevo Ministerio de
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (MAVDI) terminó obedeciendo más a la política
desarrollista, sin tener en cuenta las consideraciones ambientales. Como lo afirma el ex ministro
de Medio Ambiente Juan Mayr (2010), la fusión de las funciones puso al Ministerio en un escenario
de desaciertos, al señalar que muchas de las competencias en vivienda y desarrollo, se enfrentaban
con las disposiciones de la defensa ambiental. Este panorama cambió nuevamente en 2011, ya que
dentro de la primera reforma de Estado implementada por el gobierno de Juan Manuel Santos, se
separó nuevamente el Ministerio de Vivienda y el de Medio Ambiente. Mediante el Decreto 3070

… entendida como la creciente influencia por parte del sector privado sobre las autoridades ambientales en materia
de regulación y funciones (Blackman, 2005)
25
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de 2011 surgió entonces el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS), que sigue
vigente aun en 2018. En otras palabras, la falta de claridad legal e institucional, se complementó
con la interinidad administrativa.
El gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2014) se caracterizó por una política ambiental ambigua,
pues si bien restituyó las funciones del Ministerio de Ambiente, también tuvo desaciertos al crear
figuras jurídicas que han sido objeto de crítica, como las llamadas “licencias express”, y la
definición de las zonas mineras estratégicas26, que favorecieron la formación de limbos jurídicos
al no establecer un consenso entre la explotación de los recursos mineros y el cuidado del medio
ambiente. Todas estas problemáticas convergen en la dilación en resolver los errores en el
tratamiento del territorio más allá de lo jurídico y lo institucional, pues los desaciertos resultan
agravados en los vacíos legales y decisiones arbitrarias que se sobreponen entre si y afectan
localmente a los habitantes, e incluso contrarían el propósito de favorecer la inversión foránea
merced a la poca claridad en las reglas del juego. Aun en la actualidad, durante su segundo mandato
presidencial, existen varias objeciones frente a la manera como el ejecutivo ha manejado la política
ambiental del país. La flexibilidad de las licencias ambientales, la poca gestión integral frente a los
recursos hídricos, el deterioro de los ecosistemas, y el aumento de la huella ecológica de
corporaciones extractivas, comunidades y mineros auto gestionados, son entre otros aspectos
muestra de los efectos de la actividad con un alto costo ambiental.
Por otro lado, el marco institucional minero27 en Colombia a través de sus cambios constantes no
ha permitido que se consolide una figura estable encargada de administrar los recursos no
renovables del país. El Ministerio de Minas y Energía se creó luego de la Segunda Guerra Mundial
(1939-1945) como respuesta a los problemas internacionales de orden económico que
repercutieron directamente en el progreso de Colombia. Fue a partir de esta situación que el
gobierno nacional creó un plan para la defensa y el fomento de las industrias existentes, con el
propósito de aprovechar los recursos naturales y desarrollar otras fuentes de producción.

26

Zona minera estratégica: Son más de 20 millones de hectáreas de selvas vírgenes en la Amazonía y en el Pacífico
que el gobierno Santos estableció como parte de la zona minera estratégica del país para la búsqueda de nuevos
minerales (Red de desarrollo sostenible, 2014).
27
El marco institucional minero en Colombia está conformado, principalmente por el Ministerio de Minas y Energía,
las direcciones técnicas de Minería Empresarial y las siguientes entidades adscritas a este ministerio: la Agencia
Nacional de Minería, el Servicio Geológico Colombiano (SGC) y la Unidad de Planeación Minero Energética (UPME)
(Memorias al Congreso de la República,2012 – 2013)
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(Ministerio de Minas y Energía, 2017). En las décadas posteriores, como se mencionó en la sección
anterior, la legislación minera adicionó prioridades en materia técnica de acuerdo a los
requerimientos ambientales de la época, los cuales fueron implementados por la institucionalidad
minera. Se formalizó así una legislación que ayudaba a promover la explotación responsable y el
desarrollo óptimo del uso de los recursos renovables y no renovables del país. Sin embargo, el
resultado final fue una serie de reformas al Código Minero (la Ley 685 de 2001) que respondieron
al incremento y dinamización de la acelerada dinámica minero energética, llamada por el ejecutivo
desde hace una década “la locomotora del desarrollo”, para relegar así la política de sostenibilidad
ambiental que venía en curso.
No existe una seguridad jurídica frente al desarrollo y control de las políticas mineras del país, lo
cual deja un panorama desalentador similar a la situación que presenta el Ministerio de Ambiente.
Hay un problema estructural frente a la organización de las entidades involucradas en el manejo y
control de los recursos naturales, pues si bien el Ministerio de Ambiente y Sostenibilidad y el
Ministerio de Minas y Energía son dos instituciones independientes, con personería jurídica, no
hay que desconocer que existe una relación de causa y efecto entre ambos organismos; es decir, las
decisiones que emita el Ministerio de Ambiente pueden afectar directamente la jurisdicción del
Ministerio de Minas, o viceversa, lo que pone en duda la gestión y el control de los organismos
adscritos a estas instituciones así como la política ambiental en tanto se contrapone a las política
de impulso del desarrollo económico vigentes. La desconexión operativa en el ejecutivo en esta
materia propicia la negligencia, el despilfarro y la confluencia de intereses privados.
De acuerdo al informe presentado por el Foro Nacional Ambiental (2012), existe un trabajo
conjunto entre autoridades mineras y ambientales que permiten identificar temas transversales a
los instrumentos mineros y ambientales. Desde la teoría se expone que el intercambio de
información entre estas autoridades, permite articular el seguimiento y realizar un control efectivo.
Sin embargo la inestabilidad institucional que existe en Colombia, no permite que se establezca un
marco de regulación vinculante entre los sectores involucrados. Como lo expone Rodríguez (2011)
el Estado debe garantizar un control de la gestión ambiental, y a su vez promover actividades
económicas compatibles con la protección ambiental. Tener claro en qué áreas del territorio
colombiano se puede, o no, realizar la actividad minera, es una forma en la que se puede dar
cumplimiento a la ley; sin embargo, las instituciones mineras y los organismo de control ambiental
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no dan ninguna seguridad para que la actividad minera se realice de tal forma que se garantice a
los colombianos su derecho constitucional a disfrutar de un medio ambiente sano.
En la actualidad es el Código Minero el encargado de regular el extractivismo en Colombia; sus
antecedentes más importantes son el Decreto 2655 de 1988, La ley 685 de 2001, y la Ley 1382 de
2010. Por otra parte, dos de los precedentes más importantes con repercusiones en la legislación
minera son precisamente la instauración de la Constitución de 1991 y la creación del Ministerio
del Medio Ambiente en 1993. Para finalizar, el boom minero que se desató en Colombia, es un
ejemplo de cómo el modelo económico de acumulación y extracción no surgen para proporcionar
beneficios para toda la población, sino como el resultado de la evolución de las relaciones de poder
entre las clases dominantes y su interacción con la lucha de clases desde abajo.
A lo largo de esta sección se ha mostrado el papel marginal del discurso sobre la sostenibilidad
ambiental, ya que no tiene un lugar dentro de los pilares del sistema económico del país, que en
parte está determinado por la lógica del desarrollo, y de manera coyuntural responde al flujo de
minerales que se exportan y dinamizan la economía colombiana en medio de la bonanza minera
experimentada desde los años 1990. Los vacíos legales en Colombia, crean limbos jurídicos que
no permiten que haya un espacio de claridad y de defensa. Como se afirmó anteriormente, en las
decisiones referentes al cuidado y mantenimiento del medio ambiente, tienden a ver influencias del
sector privado, lo cual lleva a la pérdida de capacidad política y técnica de las autoridades
ambientales y mineras del país. Es importante señalar que no todas las posibles actividades mineras
son necesariamente compatibles con la protección del medio ambiente, se debe pensar en el
cuidado de la biodiversidad y de las aguas, ya que muy seguramente en un futuro serán los recursos
más demandados por el sistema internacional.
La situación que se presenta en Colombia en torno al Boom minero que se desató desde la década
de 1990, deja un desbalance para los diferentes sectores involucrados en esta actividad económica.
Las implicaciones sobre la política ambiental y minera del país, no ha permitido que el sistema
extractivista se posicione como modelo exitoso para llevar acabo el tan anhelado desarrollo
económico que los últimos gobiernos han intentado implementar en el país, y más bien dinamiza
su capacidad destructiva y los conflictos locales e interinstitucionales. En el siguiente capítulo, se
analiza el caso del Páramo de Santurbán con el objetivo de entender cómo y bajo qué causales la
restricción de la actividad minera en los municipios de Vetas y California genera prácticas ilegales
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que fomentan conflictos sociales internos en la comunidad, y al mismo tiempo afectan el orden
social y ambiental del territorio.
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CAPÍTULO 3 : IMPACTOS SOCIALES Y AMBIENTALES DE LA
DELIMITACIÓN DEL PÁRAMO DE SANTURBÁN, EN LOS MUNICIPIOS
DE VETAS Y CALIFORNIA.
En este capítulo se aborda la problemática generada en los municipios de Vetas y California, a raíz
de la delimitación del páramo de Santurbán, y con ella la prohibición de toda actividad minera o
agrícola. Para el desarrollo de esta sección se tiene en cuenta información obtenida a partir de un
trabajo de campo que se hizo en la zona de estudio, donde en entrevistas realizadas a personas
líderes de la comunidad de Vetas Santander se pudo reconocer el fenómeno en su dimensión local.
Además, se realizó un análisis documental de los diferentes aspectos asociados con la explotación
minera, y que involucra a la comunidad, el Estado y las compañías multinacionales que explotan
metales preciosos en detrimento el ecosistema del páramo. A su vez, se señalan las falencias
administrativas del Estado frente a los recursos naturales y mineros que existen dentro del territorio
colombiano, tomando como ejemplo el páramo de Santurbán, ya que la falta de estudios
previamente ha impedido que se implementen políticas de desarrollo relacionadas con la minería
que sean amigables con el medioambiente.
El páramo se encuentra ubicado en el nororiente de Colombia, justo en la parte más septentrional
de la cordillera oriental; en el departamento de Santander, este ecosistema se encuentra en la parte
nororiental, siendo la principal frontera natural con el departamento de Norte de Santander. En la
parte santandereana se localiza la Provincia de Soto y el Núcleo de Desarrollo Provincial de Soto
Norte. Esta provincia está conformada por los municipios de: Vetas, California, Suratá, Charta y
Tona. De las 82.664 hectáreas entre los 3.000 y 4.290 metros sobre el nivel del mar (msnm),
alrededor de 61.000 se encuentran en territorio de la Corporación Autónoma Regional de la
Frontera Nororiental (Corponor 73,92%) mientras que las restantes 21.553 hectáreas están en
territorio de la Corporación Autónoma Regional para la Defensa de la Meseta de Bucaramanga
(CDMB 26,07%) (Instituto Humboldt, 2007). Estas entidades son las encargadas de la protección
y cuidado del medio ambiente en dicha región. (Plan de Desarrollo Departamental, 2012). Desde
allí ya se nota la colisión de intereses y jurisdicciones que hacen complejas las decisiones en
materia productiva y ambiental en el territorio.
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3.1. Caracterización de los municipios de Vetas y California.
Ambos municipios están entre los más antiguos de Santander, ya que su fundación, provocada por
la riqueza aurífera que ofrece, se llevó a cabo durante la etapa inicial de la época colonial. La
extensión total de Vetas es de 9.3 Km2 de los cuales 1.4 Km2 son área urbana, mientras que los
7.9 Km2 restantes son área rural, su población total al año 2017 es de 2.454 habitantes. Por su
parte, California cuenta con una extensión total de 261 Km2, de los cuales su extensión urbana es
de 52,7 Km2 y su área rural es de 208.4 Km2, su población al año 2017 es de 2.020 habitantes.
Una gran parte de la superficie territorial de estos municipios se encuentra dentro del Páramo de
Santurbán.
Vetas es el municipio más alto del país, el casco urbano se encuentra a una altura de 3.350 msnm.
Para llegar a esta zona las carreteras son destapadas y empinadas, esto hizo que se creyera que al
llegar a este municipio se iba a encontrar una zona precaria en carreteras, sin embargo cuando
culminamos el viaje nos encontramos que las vías del pueblo estaban en buenas condiciones y
pavimentadas, casas en buen estado, y se notó la presencia de hoteles; incluso se encontró la
radicación de un extranjero en esta zona; Paolo, un Italiano de 52 años de edad, quien desde hace
5 años vive en Vetas, tiene vivienda propia y una pizzería que instauró como negocio; sin embargo,
el restaurante no es el único recurso económico que el percibe, debido a que también llegó a ese
municipio atraído por la actividad aurífera. Este municipio se percibe como un sitio tranquilo,
seguro y amigable. El gobierno local controla el curso de la quebrada Casa Vieja que se prolonga
en el Rio de Vetas, cuenca que está conectada con el Neis de Bucaramanga y los depósitos
fluvioglaciares, lo que significa que cuenta con un sistema de agua potable.
Los municipios de Vetas y California cuentan con un enorme potencial minero, representado en
sus depósitos metalíferos, como el oro, la plata y otros metales asociados; es por esta razón que su
principal actividad económica se centra en la minería tradicional. La minería en estos municipios
era predominantemente de carácter artesanal y de pequeña escala, lógica de producción que ha
cambiado, debido a la incursión de las multinacionales a partir de 1990. Para el análisis de la
situación que se presenta en el páramo es pertinente realizar una caracterización de los diferentes
tipos de minería que existen, pues a partir del proceso productivo realizado por los diferentes
actores involucrados, las consecuencias tanto jurídicas como ambientales pueden variar.
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3.2. Generalidades sobre la práctica minera a nivel local.
El Ministerio de Medio Ambiente a partir del 9 de febrero de 2010 prohibió celebrar contratos de
concesión mineros o expedir nuevas licencias ambientales que autoricen el desarrollo de
actividades mineras en ecosistemas como los páramos (El Espectador, 2010). No obstante, existía
un vacío legal pues se permitía llevar a cabo la actividad de extracción minera en regiones
excluidas, siempre y cuando las licencias mineras o contratos de concesión fueran expedidas antes
del dictamen normativo que prohíbe toda actividad minera en zonas excluidas. Esto ha llevado a
que el conflicto socio-ambiental en territorios como el Páramo de Santurbán sea cada vez más
agudo. Como lo estipula Galvis (2012) existe un temor frente adoptar medidas para el control de
la minería, principalmente en preceptos que tengan relación con la protección ambiental, esto
porque necesariamente las empresas se verán sancionadas por descuidos, omisiones o fallas
deliberadas, lo que a su vez significa la migración de capitales invertidos que afectan al Estado, el
Departamento y la administración municipal. Lo mismo ocurre para la población involucrada en
formas de minería industrial y/o artesanal.
A nivel local el problema también se percibe como arbitrario, en tanto la delimitación afecto a la
comunidad y las compañías mineras, sin ofrecer alternativas para contrarrestar los efectos sociales
y económicos que una normativa como la anterior puede generar sobre la población. En realidad,
este problema de medidas legales adoptadas sin atender las consecuencias en mediano y corto
plazo, deja ver que en materia jurídica el país debe ajustar sus procesos de toma de decisiones. Por
ejemplo, el Código Minero no hace mayor distinción entre las grandes explotaciones mineras, y
las explotaciones a pequeña escala a pesar de las grandes brechas existentes tanto en términos de
capital como en la tecnología aplicada (Buitrago, 2014). Como lo define Rodríguez (2016), las
grandes multinacionales obtienen los títulos particularmente por su capacidad de invertir capital y
poner tecnología a su disposición. La minería a gran escala se caracteriza porque a las
multinacionales se les otorga el derecho a la exploración y explotación de los recursos naturales,
pero no se les responsabilizan de los impactos ambientales generados en el proceso extractivo. No
obstante, al no existir una clasificación del tipo de explotaciones que se pueden realizar, las
exigencias para la expedición de licencias ambientales son las mismas, lo que genera una
desventaja comercial. Como consecuencia, los pequeños mineros al no poder legalizar sus títulos,
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a pesar de realizar la extracción de recursos en sus pequeños predios hace muchos años, han pasado
a conformar la llamada minería ilegal (Rodríguez, 2016).
La Defensoría del Pueblo (2010) clasifica la minería a pequeña escala como minería formal, legal
e informal. La primera hace alusión a las actividades ejecutadas por empresas legalmente
constituidas, la segunda, es aquella actividad que no cuenta con un título minero, es realizada de
manera artesanal y al margen de la ley. Por último, se encuentra la minería informal que no está
constituida por ningún tipo de registro contable. Con esta clasificación Emerson Buitrago (2014)
expone los vacíos conceptuales que existen en la legislación frente a la minería artesanal o pequeña
escala28. Debido a la delimitación del páramo (Resolución 2090 de 2014) toda actividad extractiva
y agropecuaria fue prohibida, sin embargo, tal prohibición no tuvo en cuenta los efectos sobre los
pequeños artesanos, quienes por tradición la practicaban, dejando de lado la participación y voz de
la comunidad. Ese renglón económico significa marchitar toda la dinámica productiva y comercial
local, sin contar la forma como incide en la recolección de impuestos, y la presión presupuestal
que significa para la administración municipal.
La minería artesanal, que se practica desde tiempo atrás en este municipio, es el eje principal de
las relaciones sociales y de las prácticas culturales de los habitantes; no obstante, también es
considerado como el eje central del conflicto de intereses que ocurren y mantienen activa la vida
comunitaria; sin embargo, una vez se aceleró la escala extractiva, los intereses crecieron y llegaron
nuevos habitantes en un flujo que trajo como consecuencia una alteración de la configuración
social. Es importante señalar que este tipo de minería es el principal sustento de muchas familias
cercanas al páramo de Santurbán, además constituye una de las principales bases de su identidad,
no obstante, las nuevas lógicas extractivas (minería a gran escala) han transformado las relaciones
y las dinámicas sociales de dichos municipios,

La minería ejercida tradicionalmente por los habitantes de Vetas y California se denomina como “Minería artesanal”,
la cual se debe diferenciar de la llamada “Minería ilegal” pues se desarrollan en contextos distintos y por la misma
razón deben ser objeto de diferentes instrumentos legales. El Ministerio de Minas define la minería ilegal como “una
actividad extractiva adelantada sin título minero ni licencia ambiental” (Ministerio de Minas y Energía, 2016). Sin
embargo, se puede considerar ilegal dependiendo de quien ejerza esta práctica; si quienes desarrollan la actividad
extractiva sin títulos mineros ni licencias ambientales son pequeñas, medianas empresas o multinacionales, se puede
considerar que ejecutan la actividad de forma ilegal, por el contrario, si la actividad es desarrollada por pobladores de
comunidades aledañas, que tradicionalmente lo han hecho como forma de sustento se considera “Minería artesanal”.
28
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Buitrago (2014) reafirma los postulados de Bárbara Góbel, quien a partir de su trabajo investigativo
estipula que la minería artesanal y su práctica en el municipio de Vetas, ha influido en la
configuración territorial y el lugar que allí ocupan los habitantes, razón por la cual la delimitación
del Páramo resulta contraproducente para los pequeños artesanos, porque significó el desempleo.
Igualmente, desde la llegada de las multinacionales, los jóvenes optaron por entrar a la economía
minera y abandonaron sus estudios. Con la delimitación esto resulta un efecto preocupante porque
se suma a esa deserción escolar, la creciente necesidad familiar de aprovechar el trabajo infantil
para asegurar ingresos para la subsistencia.

3.3. Situación social y política actual de los municipios.
El alcalde municipal de Vetas en la actualidad (2016-2019) es Orlando Rodríguez Ramírez, quien
en su rendición de cuentas del año 2017 manifiesta haber brindado apoyo y acompañamiento a las
asociaciones agropecuarias, así como asistencia técnica a los pequeños productores en diferentes
áreas. Entre las acciones más importantes emprendidas durante 2017 por esta Alcaldía se
encuentran la adecuación del camino que conduce de la escuela sede del municipio al monumento
del Señor de Monserrate con apoyo de la comunidad; protección y/o cerramiento de zonas
estratégicas para conservación del recurso hídrico en algunos predios de propiedad de Vetas; se
suministraron los insumos químicos necesarios para la potabilización del agua de la planta de
tratamiento del municipio de vetas; por medio de un convenio con Minera Vetas se realizó el
mantenimiento de cunetas y obras en las vías principales del municipio, entre otras acciones
(Alcaldía Municipal de Vetas 2016-2019).
Por otra parte el alcalde de California Hugo Arnoldo Lizcano Pulido (2016-2019) en su Plan de
Desarrollo Municipal también plasma su ruta a seguir en cuanto a la implementación de políticas
públicas acorde a los argumentos de su misión29. La minería en el municipio de California también
se constituye, al igual que en Vetas, como la principal actividad económica desde la colonia. La
“Fortalecer la gobernabilidad, generando cohesión administrativa local con el sector privado para direccionar el
desarrollo prospectivo de la comunidad californiana, disminuyendo las brechas en socioeconómicas entre población
rural-urbana, poblaciones diversas y vulnerables, preservando los recursos naturales y comprometidos con integrar a
la ciudadanía en la construcción de un modelo de desarrollo sostenible que logre mejorar significativamente las
condiciones económicas y sociales de todos y todas los Californianos y Californianas”. (Plan de Desarrollo Por
California Avanza 2016 - 2019)
29
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pequeña minería en el municipio de California ha existido hace más de 450 años, es la única fuente
de ingreso y aproximadamente unos 20 años atrás las áreas y los territorios solo eran de los mineros
tradicionales 30 ; en la actualidad, según información suministrada por el Plan de Desarrollo
Municipal 2016-2019, la mayor parte de las áreas mineras les fueron otorgadas a las grandes
empresas multinacionales, sin contar con los pequeños mineros para hacer dicho otorgamiento.
Por otra parte, un aspecto clave en el que se diferencian Vetas y California, es que el municipio de
California fue fuertemente afectado por la presencia de la guerrilla durante los años 1980 y 1990.
La incursión de estos grupos en el municipio ocasionó desplazamientos forzados, combates y
ataques a la fuerza pública, así como de la destrucción de la infraestructura y equipamiento del
municipio
Según la Red Nacional de Información RNI, en el municipio se encuentran 81 víctimas
registradas, de las cuales solo 4 han sido reconocidas por medio del cumplimiento de la
Sentencia C280 y Auto 119 de 2013. Del total las víctimas que residen en el municipio, 122
son por hechos de desplazamiento lo que representa el 75%, de la misma manera 20
personas son víctimas por hecho de homicidio, 21 personas son víctimas de hechos de
desaparición forzada, 5 personas son víctimas por amenaza, 6 personas son víctimas por
acto terrorista y 1 persona es víctima por delito contra la libertad y la integridad sexual.
(Plan de Desarrollo Por California Avanza 2016 - 2019).
Los municipios pese a su trayectoria minera resultaron en una crisis que se fue agravando desde la
década de 1990, pues la extracción del oro por las corporaciones multinacionales desató intereses
que fomentaron tensiones internas, en las cuales el gobierno central y departamental tomaba
decisiones que no resultaba o de la consulta en el medio local, o de estudios minuciosos del impacto
esperable.

30

Los mineros tradicionales e informales sin área están agremiados en Asomiprosoto, esta Asociación ha venido
apoyando de manera activa a los pequeños mineros de la Provincia de Soto Norte, Asomiprosoto, está asociada a la
federación nacional de mineros en Santander y la confederación de mineros nacionales. (Plan de Desarrollo Por
California Avanza 2016 - 2019)

65

3.4. La delimitación del páramo al inicio del conflicto
El proceso de la delimitación del Páramo de Santurbán ha tenido diferentes etapas, ya que inició
en el año 2013 con la declaración del páramo como Parque Natural, posteriormente en 2014 se
delimitó más del 60% de su territorio, en el año 2016 la Corte Constitucional prohibió totalmente
la minería y las actividades agropecuarias en los páramos. Sin embargo, en la actualidad aún es
incierto el futuro del Páramo, ya que, en noviembre del 2017, la Corte Constitucional declaró
inexequible tal delimitación. Como consecuencia de dicha delimitación diferentes actores se
pronunciaron en defensa de sus posiciones; el conflicto de intereses entre habitantes,
ambientalistas, multinacionales y el Estado demuestra que, si bien la minería genera impactos
ambientales, la delimitación y prohibición minera en dicho territorio originó consecuencias a nivel
social. A continuación, se describen los efectos sobre la población de Vetas y California, así como
los impactos ambientales en la fauna y flora del páramo.
Al declarar al Páramo de Santurbán como Parque Natural en 2013 y su consecuente delimitación
mediante la Resolución 2090 de 2014, el gobierno decidió prohibir toda actividad que se produjera
por la explotación extractiva, tras la movilización y el uso de dispositivos judiciales por parte de
varias organizaciones de la sociedad civil. El mayor obstáculo de esta delimitación radica en que
la Ley que ordenó la delimitación de los páramos no contempla ningún tipo de plan de transición
para las personas que dependen de firmas tradicionales de minería, lo cual ha generado conflictos
sociales.
La forma abrupta como se delimitó el páramo sin tener en cuenta las necesidades de la población
ni las dinámicas locales de estos municipios, ha generado gran malestar social, ya que la minería
no sólo les generaba trabajos indirectos en las multinacionales, sino que además, muchas
actividades informales alimentadas de la minería se vieron afectadas31. Según datos oficiales de
las alcaldías de Vetas y California el 82% de la población total se encuentra desempleada. A simple
vista, este tipo de acciones son benéficas para el medio ambiente y en general a Colombia, ya que
protegen uno de los recursos hídricos más grandes de la región. Sin embargo, no todo responde a
un dinamismo cooperativo, pues la delimitación del páramo trajo consigo consecuencias negativas
31

La nación ha realizado inversión aproximadamente de 3.000 millones de pesos, para una Planta de Beneficios para
los pequeños mineros, este proceso se dio desde el año 2007, igualmente se cuenta con un laboratorio minero que está
inactivo desde el año 2005, siendo apoyado con recursos de un convenio alemán que se acordó con la CDMB en su
momento (California Avanza 2016-2019)
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para los habitantes de la zona, debido a que las multinacionales cesaron sus actividades y
despidieron a cientos de trabajadores, mientras que los pequeños artesanos que dependían
económicamente de esta práctica se quedaron sin su principal forma de sustento.
Este es un panorama que se puede percibir comúnmente en los informes de medios de
comunicación como El Tiempo, El Espectador, Semana y La Vanguardia; por ejemplo Gisela
Torres, vocera de una agrupación de comunidades de los páramos afirma: “lo que queremos es
que se nos garantice la permanencia en nuestros territorios y que se permita la realización de
actividades extractivas y agropecuarias que aseguren la conservación de los ecosistemas, pero
también la calidad de vida de la gente que vive en ellos” (Sostenibilidad Semana, 2017).
A partir de entrevistas realizadas en la zona se ha podido determinar que los mineros más allá de
exigir un empleo, exigían retomar la actividad minera en estas zonas, debido a que los ingresos
generados por dicha actividad eran superiores a los trabajos que ofrecía el gobierno. Durante el
trabajo de campo se observó que inicialmente los habitantes de Vetas y California se oponían a la
idea de la delimitación del Páramo, ya que esta implicó la prohibición total de toda actividad
minera y agropecuaria en las áreas delimitadas; los habitantes se encontraban en desacuerdo
debido a que las multinacionales en estos territorios eran fuente de empleo y aprovechando el
Boom Minero del país obtenían altos ingresos. Pese a que el municipio experimentó una fuerte
inflación, los salarios y la rentabilidad de los negocios que fomenta la minería en su entorno,
servían para sostener la creciente población.
Por otra parte, los pequeños mineros también objetaron esta prohibición ya que la extracción de
oro les representaba grandes ganancias, debido a que el precio de venta de oro en el país sigue
siendo un negocio atractivo y legal. De igual forma al ser municipios de tradición minera su único
sustento siempre ha sido la economía del oro. Frente a la normativa que prohibió las actividades
mineras en dichas zonas, las multinacionales no tuvieron más opción que acatar el dictamen lo que
paralizó sus actividades y no permitió que se trabajara en un plan de contingencia para impedir los
despidos masivos de la población.
El caso de Vetas es particular debido a que la totalidad de su casco urbano se encuentra dentro del
Páramo de Santurbán; este municipio se caracteriza porque más del 70% de sus actividades
económicas dependen de la minería. Conforme el informe presentado por la Alcaldía de Vetas
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De los dos mil habitantes del municipio solo 30 personas (los funcionarios públicos) no
reciben recursos relacionados con la minería, 250 personas son empleadas de las minas, y
el resto (que son el 75 por ciento de la población productiva) dependen directa o
indirectamente de la extracción del oro. (Alcaldía de Vetas, 2016)
Según El portal de información La Silla Vacía (2016), en ese municipio hay cuatro minas pequeñas
que están constituidas legalmente, y que han tratado de optimizar su proceso de extracción con el
uso de tecnologías compatibles con el medio ambiente. Pese a que cuentan con los requerimientos
legales para funcionar, la delimitación contempla la prohibición total de las actividades extractivas
incluso para estas pequeñas minas legales, lo que los deja en un escenario de incertidumbre al no
saber a qué tipo de actividad económica dedicarse. Este es uno de los escenarios que ejemplifica
las posiciones encontradas de los actores sociales involucrados, ya que así como los habitantes de
Vetas se oponen a esta medida que los afecta de manera directa, hay actores como los
ambientalistas que defienden esta resolución, a favor de la protección del páramo.
En California, son varias las multinacionales que han realizado extracción y explotación de oro,
tales como Eco Oro y AUX, la primera empresa realizaba actividades de explotación desde 1995
en la vereda de Angosturas, sin embargo por la presencia de guerrillas, al ser esta un corredor vial
entre Arauca y el Norte de Santander, dejó de funcionar desde el año 2000 al 2003. Los diferentes
operativos militares por parte del gobierno central en la zona permitieron el retorno de
multinacionales en el sector lo que facilitó las actividades de extracción y explotación. Por otro
lado, AUX inició operaciones en 2011 en el municipio de California, ingresando con 14 títulos
mineros que posteriormente fueron en aumento al año 2013. La extracción minera a gran escala
produjo gran inconformidad por parte de la población, y al igual que en el caso de Vetas, existe la
presencia de ambientalistas que defienden la protección del ecosistema en su conjunto por medio
de denuncias y protestas (Barrios, 2014).
La problemática social que se vive en Vetas y California es crítica, se han presentado
manifestaciones y disputas entre ambientalistas y mineros, ya que mientras los mineros exigen
garantías que les permitan retomar la minería ancestral de forma legal, los ambientalistas se han
dedicado a rechazar la minería en Santurbán, primordialmente la mega minería, en defensa y
protección del páramo; es así como han conformado grupos de personas ambientalistas
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convirtiéndose en un mecanismo de presión importante a favor de la delimitación32. Estos grupos
proambientalistas han organizado marchas y protestas 33 en varias ocasiones para visibilizar su
rechazo a la minería y sus efectos, como la contaminación del agua proveniente de este complejo;
el 6 de octubre de 2017 el Comité para la Defensa del Agua y del Páramo de Santurbán convocó
a la jornada Gran marcha por el agua. No a la megaminería. Esta marcha tuvo amplia acogida ya
que logró concentrar a más de 50.000 personas de diferentes sectores sociales, entre ellos
estudiantes, artistas, organizaciones ambientales, entidades públicas y la alcaldía. El principal
propósito de esta marcha era establecer un diálogo con el gobierno para negociar el futuro de las
licencias ambientales otorgadas al proyecto Minesa34 (Vanguardia, 2014; Semana, 2017).
El gobierno se encuentra en medio de una lucha de posiciones, donde debe tener en cuenta los
requerimientos de los actores involucrados. Por un lado, los ambientalistas proclaman la
protección del medio ambiente; por otro, los mineros exigen garantías y poder seguir con su
actividad ancestral; por último, las multinacionales buscan retomar sus actividades a todo costo.
El gobierno debe implementar medidas y acordar un equilibrio entre las partes. Unas de las
primeras soluciones ejecutadas por el Estado fue formalizar y mejorar las prácticas mineras a
pequeña escala a través del trabajo interinstitucional entre el Ministerio de Ambiente y el

32

Los principales grupos ambientalistas en favor de la protección del páramo de Santurbán son:
● CENSAT: CENSAT Agua Viva es una organización ambientalista para la comunicación, la educación, la
investigación y la organización, cuyas acciones están dirigidas a fortalecer la capacidad de acción ambiental
y social de los actores históricamente empobrecidos en nuestra sociedad (Censat.org, s.f).
● Red por la Justicia Ambiental en Colombia: La Red por la Justicia Ambiental en Colombia (RJAC) es un
espacio de coordinación para evitar la duplicación de esfuerzos y promover el uso óptimo de recursos en la
protección del ambiente con perspectiva de derechos humanos. (Justicia ambiental Colombia.org, s.f).
● El Comité para la Defensa del Agua y el Páramo de Santurbán es una plataforma social conformada, en el
año 2009, por los más diversos sectores sociales y políticos en respuesta a las intenciones de la empresa
canadiense GreyStar (hoy llamada Eco Oro) de construir una mina a cielo abierto en el páramo de Santurbán
(Censat s.f).
33
Justo después de la declaración del páramo de Santurbán como parque natural, el 15 de marzo de 2013 tuvo lugar
en Bucaramanga una marcha en defensa del Páramo denominada Cien mil voces por el agua. Los participantes
exigían la suspensión inmediata de las actividades ejecutadas por las grandes mineras principalmente en la provincia
de Soto Norte (la cual comprende los municipios de California, Vetas, Suratá ,Matanza y Tona). Esta marcha se da
porque dicha declaración simplemente contemplaba proteger un 18% del páramo, es decir que en el restante 82% del
territorio libre se podía realizar la explotación minera subterránea (Centro de memoria,2013).
34

Sociedad Minera de Santander S.A.S. (Minesa), ex AUX, es una minera aurífera colombiana enfocada en
desarrollar el proyecto de oro subterráneo Soto Norte, ubicado en el departamento de Santander. Minesa es
controlada por Mubadala Investment Company, una empresa con sede en los Emiratos Árabes Unidos. La compañía
contempla producir 9Moz de oro durante una vida útil de la mina de más de 20 años. Se espera que la etapa de
construcción del proyecto comience en 2018, para obtener producción a partir de 2021. Sociedad Minera de
Santander fue fundada en 2015 y tiene oficinas en Bucaramanga y Bogotá. (BNamericas,s.f )
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Ministerio de Minas. En 2014 el Estado propuso destinar recursos para la reconversión económica
de la región, no obstante los habitantes de Vetas y California no se encontraron de acuerdo con
dicha reconversión ya que persistía la prohibición minera y agropecuaria; al entrevistar a los
habitantes de la zona, se pudo determinar que ellos no están en contra de la protección del páramo
como tal, pero argumentan que el Estado debería permitirles continuar ejerciendo la minería
artesanal capacitándose en manejos más amigables con el medio ambiente, en vez de prohibirles
continuar con su principal fuente de sustento. Sin embargo, esta medida no fue suficiente en tanto
a que en el año 2016 se prohibió todo tipo de actividades extractivas y agropecuarias en este
territorio.

3.5. Efectos sociales de la delimitación sobre las tradiciones mineras municipales
La minería artesanal o tradicional, con la delimitación del páramo, pasó a ser ahora considerada
también como ilegal; según cifras del diario El Espectador “unas 400 personas, incluyendo niños,
trabajan hasta la madrugada. Como resultado del cese de actividades de las multinacionales, al
quedar sin trabajo, muchos habitantes de la zona decidieron internarse por las noches para extraer
oro y de esta manera obtener ingresos para su subsistencia. A su vez como consecuencia de dicha
delimitación este tipo de minería ha aumentado, así como los daños a nivel económico y ecológico,
pues se desarrolla en áreas naturales de protección ambiental como el páramo de Santurbán. Los
líderes mineros representantes de la comunidad en desacuerdo con las prohibiciones han tomado
medidas como solicitar ante la Corte Constitucional claridad y garantías (Vanguardia, 2014). Se
debe precisar que la comunidad de estos municipios no está en contra de la protección a los
ecosistemas, pero sí exigen que sean tenidas en cuentas sus dinámicas económicas tradicionales,
para evitar crisis económicas o un desplazamiento de la población a otros lugares.
De igual forma los conflictos de orden público en esta zona del país se han agudizado. Consuelo
González, directora ejecutiva de la Asociación de Municipios del Páramo de Santurbán, que cobija
a seis municipios de la provincia Soto Norte, en Santander, señaló que las delimitaciones en estos
ecosistemas “pueden abrir la puerta a la minería ilegal”. (RCN Radio, 2017)
“La delimitación que se hizo en Santurbán, se hizo desde el escritorio, desde los mapas sin
saber de la realidad. En este páramo se ha hecho minería desde hace 500 años. No podemos
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hacer más, no queremos hacer más. Si no nos dan soluciones, se nos abre la puerta para la
minería ilegal de oro porque el campesino piensa: el oro se saca o se saca”, comentó.
La ejecución de esta actividad ilegal preocupa debido al alto riesgo que representa para las
personas que ingresan a las minas sin ningún tipo de medida de seguridad, un factor que ha
disparado el número de casos de accidentes mientras se practicaba la extracción mina de forma
ilegal y artesanal. El percance más reciente se presentó en Vetas en 2017, en el cual dos personas
perdieron la vida tras el derrumbe de una mina, debido a las fuertes lluvias que se habían
presentado en la región (Caracol Radio, 2017). Como medidas de contingencia las autoridades
decidieron prohibir el tránsito de vehículos y motos de lunes a domingo entre las 9:00 de la noche
y las 5:00 de la mañana, para evitar el incremento de estas prácticas y disminuir los riesgos de
accidentalidad.
La Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH) reconoció oficialmente que se identificaron
actividades de minería ilegal en los municipios de Vetas y California. Identificó cerca de 29.900
hallazgos que representan situaciones irregulares o anormales frente al ejercicio de la normativa
legal minera. El 38% fue de tipo jurídico, el 28% de orden técnico, 23% de relevancia económica,
10% ambiental y el 1% por seguridad e higiene (El Espectador, 2016).
A esta práctica ilegal para la legislación colombiana, en el lenguaje local se le conoce como
“galafardeo” la cual según los habitantes de la comunidad es una actividad minera tradicional que
consiste en la entrada de un grupo de mineros a los túneles de las minas y a punta de pica, mazo y
pala, extraen las rocas que luego procesan con mercurio o cianuro en su casa, para lograr separar
el oro de los demás componentes. De acuerdo con las cifras de las Alcaldías de Vetas y California,
luego de la delimitación de Santurbán en 2014 aumentó el número de personas en ingresar a las
minas “podría ser entre 200 y 300 el número de mineros que están ingresando por su cuenta a los
socavones de las empresas para extraer el oro” (Portafolio, 2016); esta cifra según los pobladores
ha aumentado en los años siguientes debido a la incertidumbre y carencias de alternativas
económicas presentadas por el Estado, no obstante, no se puede hacer caso omiso de los riesgos
de intoxicación doméstica que implica la práctica desmedida e ilícita del “galafardeo”.
A partir de la delimitación del Páramo distintas configuraciones locales se han fortalecido, con el
propósito de poder ejercer esta actividad de una forma más organizada. Así pues, se han
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conformado lo que los habitantes de estas comunidades denominan como “lazos de compadrazgo”,
se han estructurado un gran número de pequeños grupos ya sea por consanguinidad, amistad u otro
tipo de afinidad; entre estos grupos se dividen las zonas y horarios establecidos para que todos
puedan ingresar a las diferentes minas y extraer las rocas. En otras palabras este trabajo informal
de carácter tradicional, el cual denominan como “galafardeo”, en la actualidad es ilegal y ha
aumentado debido a las prohibiciones propias de la delimitación. Este trabajo informal data desde
la época de la colonia y es la base de su identidad sin embargo es hasta hace 4 años que se considera
ilegal y fuera de los lineamientos jurídicos de la política minera del país (Buitrago, 2014).
La situación descrita llevó a que varios de sus habitantes hicieran prácticas no debidas en su afán
de conseguir dinero para poder sobrevivir. Como se señaló anteriormente se empezó a desarrollar
la extracción de oro de manera ilegal, en muchas ocasiones las personas exponían su vida pues no
contaban con los implementos de seguridad adecuados como lentes, respirador para evitar la
absorción de polvos y gases, overol con reflectores, guantes de protección entre otros utensilios,
para evitar daños físicos en ocasiones pueden llegar a ser irreparables. Es importante resaltar, que
estas personas estaban acostumbradas a un estilo de vida con lujos, pues el dinero que podían ganar
por día superaba en ocasiones 4 salarios mínimos, es decir, una persona que trabaja 8 horas durante
30 días ganaba tres veces menos de lo que una persona que se dedica a la extracción de oro podía,
pues esta labor en un día generaba ingresos superiores de hasta 3 salarios mínimos.
Otro de los fenómenos sociales ligados a esta actividad ilícita que se pudo determinar, es el negocio
de la roca; ya que no únicamente las personas que ingresan a las minas se dedican a extraer la roca
para luego ellos mismos procesarla y separar el oro, sino que también ahora se dedican a
simplemente vender maletines llenos de roca a personas que se las encargan, entre 10 mil y 50 mil
pesos, pero sin la certeza de que esa roca contenga oro, pues quien realice la compra del maletín
es el encargado de posteriormente realizar el proceso de separación del oro.
Con base en el trabajo de campo realizado, también se pudo evidenciar cómo el atractivo de la
explotación aurífera sea “ilegal” o “tradicional” ha llamado la atención de habitantes de otras
regiones del país e incluso del extranjero a ejercer la minería. Tal es el caso de Mazcalzoni Paolo,
una persona de nacionalidad italiana quien desde hace unos años decidió radicarse en California;
a simple vista su forma de sustento es una pequeña pizzería que tiene en el municipio, pero la
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realidad es que Paolo junto a otras personas no nativas, han posicionado la extracción de oro como
su principal fuente de ingreso.

3.5.1. Desempleo, deserción escolar y la limitación de alternativas de subsistencia.
El extractivismo como se ha demostrado, es una práctica que genera impactos sociales y ocasiona
que se reconfiguren las dinámicas locales de los territorios donde se practique. En Vetas y
California al ser municipios mineros desde la colonia, la cultura y el conocimiento sobre cómo
ejercer este oficio se ha extendido de generación en generación, de padres a niños. Podría decirse
que el tener una actividad económica sostenible como lo es la minería influye en la decisión de
encontrar útil el acceso a la educación y que por lo tanto jóvenes de estas comunidades prefieran
dedicarse a la ejercer la minería y abandonar sus estudios. En este orden de ideas en el caso de los
municipios de Vetas y California se encuentra una relación inversa entre el aumento de la minería
artesanal y la cantidad de alumnos matriculados en educación secundaria y media; esta tendencia
es más evidente para el año 2013 ya que como se puede apreciar en la Figura 4, desciende el
número de matriculados en estas poblaciones. La disminución está relacionada con el acuerdo
0020 de 2013 por medio del cual se declara el Páramo de Santurbán como Parque Natural, debido
a la incertidumbre y desempleo que la declaración generó en los padres cabeza de familia de Vetas
y California, quienes decidieron entonces dedicarse a ejercer la minería de forma ilegal y con ellos
los jóvenes estudiantes optaron por ayudar a sus familias en esta actividad, para poderse sostener
económicamente.
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Figura 4
Colombia, Número de alumnos matriculados en básica secundaría y media en Vetas y California
(2009-2015)

Fuente: Elaboración propia con datos obtenidos de: Dane.gov.co

Tabla 1
Educación total de California año 2014

Fuente: Elaboración propia con datos obtenidos de: Alcaldía de California.gov
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Por su parte el desempleo es uno de los efectos sociales más agudos que se viven en Vetas y
California tras la prohibición de explotar el páramo de Santurbán por decisión de la Corte
Constitucional en el año 2013, la cual prohíbe la explotación de los páramos en el país, esto ha sido
un impacto social para quienes viven en estos municipios cuya principal labor económica es la
extracción minera. El alcalde de Vetas, Orlando Rodríguez, aseguró que tras esta decisión “el
desempleo ha aumentado a un 82% y que seguirá creciendo sino se brinda una solución”. Para ello
el alcalde le manifestó al Ministerio de Medio Ambiente que hubo un error en dicha delimitación
del Páramo, pues de no ser así, las únicas personas que pueden acceder a un trabajo son quienes
laboran en la administración o tiene un negocio propio, el resto de la población se encuentra
desempleada ya que se dedicaban a realizar la labor de extracción minera. La baja en las acciones
de las multinacionales género crisis en el ámbito social, económico y cultural, razón por la cual las
grandes compañías se vieron obligadas a reducir el personal de trabajo lo que provocó la pérdida
de 900 empleados directos y 600 indirectos entre los años 2011 y 2014. Lo anterior se generó a
traves de los planes de retiro programado que presentaron las multinacionales, el resultado de ello
fue el desempleo y la disminución de los procesos operativos. (RCN Radio, 2015)

En el trabajo de campo realizado en el año 2014, se tuvo la oportunidad de entrevistar a personas
que residen en el municipio de Vetas, donde estas manifestaban que el trabajo de la extracción
minera es de suma importancia para el sustento de las familias que habitan en esta zona del país.
Lo cual ha generado que las personas que nacen en Vetas estén involucradas laboralmente o al
menos tengan conocimiento de la práctica de extracción minera en el páramo de Santurbán, siendo
esta la principal fuente de ingresos en este municipio, que les ha permitido sostener una familia y
obtener bienes materiales.

Los mineros artesanos muestran gran preocupación, pues algunos ya superan los 50 años de edad
y no pueden trabajar en otra cosa. Como afirma Donaldo Suárez, con 57 años y residente en vetas,
“uno a esta edad y sin estudio, esas empresas no le dan trabajo y yo tengo tres hijos, incluso uno
de ellos también trabaja en la minería”. (Suárez, 2017) Se refleja en estas palabras también la
preocupación por la juventud pues desde que nacieron estaban dispuesto a trabajar en las minas
como lo han hechos sus padres, ahora ellos tienen que pensar en nuevas alternativas de sustento y
para ello tendrán que migrar a otras ciudades en búsqueda de una vida mejor frente a la situación
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que se presentó en Vetas y California. Cabe señalar que lo anterior implica la división de familias
conservadoras, lo que también genera un impacto intrafamiliar negativo, debido que estas familias
jamás pensaron separarse pero deben migrar para poder generar ingresos, de lo contrario
contribuirían al desempleo en estos municipios (Jimeno, 2010).

Los efectos de la megaminería y los desaciertos en la implementación de la prohibición de la
explotación, se hacen visibles en la manera como se llevó a la ilegalidad una actividad que
constituyó el núcleo económico del territorio. A la modernización de la vida municipal impulsada
entre las décadas de 1960-1980 se le sumó la brecha generacional que debió incidir en la posibilidad
de lo local para retener a las nuevas generaciones. Flujos de mineros espontáneos y dinámicas
económicas que aceleraron las relaciones sociales alrededor de la fiebre del oro, significaron en su
conjunto una limitación de las capacidades locales para generar alternativas de subsistencia en lo
familiar, y los lazos de compadrazgo, pues estas al igual que lo vínculos de lealtad política
respondían el orden impuesto por la lógica económica minera.

3.5.2. Otros efectos de las disposiciones legales en la vida local.
Se observó también la gran inconformidad ante las leyes del gobierno; pues con la llegada de
multinacionales en 2010 se dio inició a la minería a gran escala, lo cual afectó de manera directa la
actividad económica de los habitantes del municipio; el gobierno de Juan Manuel Santos anunció
dicha actividad como una de las locomotoras del país con el nombre de desarrollo minero
energético, sin embargo, la riqueza natural y la biodiversidad es una de las preocupaciones que
surgen tras este anuncio por el gobierno, pues el gobierno afirma que “a pesar de los efectos
ambientales es mayor el beneficio y el progreso, y la otra postura asume que el irreversible daño
que causan estos proyectos dejará a un país desértico”. (El Espectador, 2010) No se puede negar
que la extracción de oro tiene un gran impacto en el medio ambiente, a su vez hay que examinar
con atención también las desventajas sociales y económicas que se han generado desde el año 2010,
siendo el Comité para la Defensa del Páramo de Santurbán, el que afirma que habrá un daño
irreparable e irreversible; es importante resaltar que este comité no está en contra de los proyectos
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mineros sino de los que afectan la posibilidad presente y futura del agua para el área metropolitana
y algunas poblaciones del Departamento de Santander.

A su vez, la llegada de las multinacionales, disparó el costo de vida en estos municipios, evidente
en los costos de arriendos y alimentos; fenómenos como la prostitución, sitios de entretenimiento
nocturno como bares y billares se multiplicaron, que terminaron por transformar las dinámicas
locales tradicionales (El Espectador, 2010). De igual forma, las multinacionales compraron
terrenos desatando una competencia desleal con aquellos que practican la minería tradicional. Esto
lo hacían con el propósito de no tener competencia con los habitantes, lo que generaba el riesgo de
que la minería tradicional desapareciera, y aquellas personas que tuvieran conocimiento del oficio
de sus padres no pudieran realizar la actividad minera. La anterior situación llevó a que el índice
de desempleo se elevará.

Durante el trabajo de campo se observó en varias ocasiones, casas con fachadas antiguas y
deterioradas, pero al interior de ellas tenían una serie de comodidades que no se ajustaban a las
realidades que medios periodísticos como La Vanguardia o El Espectador señalaban. Muchas de
ellas, contaban con buenos pisos, paredes lujosas y bienes materiales de calidad lo que reflejaba
que la labor de extracción minera les permitía tener una vida con un alto nivel de comodidades. Un
análisis más profundo de la situación permite concluir que muchos de los habitantes hacen este tipo
de acciones con el fin de evadir impuestos, y evitar que el gobierno cambie su percepción de los
habitantes, por ello estos mineros artesanos prefieren vivir un estilo de vida discreto y así poder
obtener los beneficios esperados sin generar aportes al gobierno como debería ser.

Por todo lo anterior, se explica la inconformidad que manifiestan los mineros artesanos al ser
despojados de la actividad económica a la que están acostumbrados a realizar, pues las alternativas
que el gobierno les brinda; como cambiar de trabajo a labores de construcción no es un incentivo
que genere conformidad frente a la labor que realizaban. Primero, no tenían el conocimiento para
hacerlo y segundo, la remuneración no suplía las necesidades a las que estaban acostumbrados. El
desempleo ha sido un impacto social que no ha dejado inconformes a los ciudadanos de los
municipios aledaños al Páramo de Santurbán, pues es de entender que a nadie le es grato que sus
ingresos económicos disminuyan. Con ello, se han generado manifestaciones violentas de un grupo
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numeroso de personas que se vieron afectadas de manera directa como lo ocurrido en el año 2016,
donde más de cien mineros; quienes perdieron sus empleos, intentaron ingresar a los túneles de la
Compañía Leyhat:35, debido a que se quedaron sin empleo. Varios de los participantes manifiestan
que la razón por la que tomaron la decisión de entrar a la fuerza era porque exigían solución ante
la situación que se estaba presentado, no podían trabajar y se les estaban acabando los ahorros,
debían darle una solución a su situación económica para poder sobrevivir.

A raíz de la delimitación total del páramo se han generado altas tasas de desempleo y en la
actualidad es un problema que no ha tenido una efectiva respuesta. Orlando Rodríguez, alcalde de
Vetas, afirma que el desempleo puede llegar a un 87% para el año 2018: una de las tasas más altas
en las últimas dos décadas36, sino se genera una solución eficaz que ayude a mejorar la situación
económica de los habitantes, pues las únicas personas que podrán tener un empleo son las que
trabajan en la administración del municipio o los comerciantes (Semana, 2017).

Otro impacto social que se vivió con la incursión de la minería en estos municipios fue la
prostitución, drogas y alcohol que se propiciaron tras la llegada de las multinacionales, pues en
cada uno de los dos pueblos viven aproximadamente más de 1.800 habitantes, con la llegada de
Greystar, una multinacional minera, pasaría de tener 350 empleados a 7.500 en la fase de
construcción y 4.000 en la de operación. Aumentar los servicios de acueducto, los cupos en los
colegios y la capacidad de los hospitales en tan poco tiempo va a ser una tarea titánica. El Secretario
de Planeación de Vetas, Luis Humberto Gamboa, ya estaba previniendo los tugurios y los
problemas de prostitución, alcohol y drogas que se ven en otros municipios mineros debido a que,
en cualquier zona de explotación minera, se genera aumento de demanda en servicios, esto genera

35

Compañía Leyhat: Compañía multinacional con casa matriz en Canadá y sucursal en Colombia, proyecto de
exploración en Vetas-Santander, que contaba con 24 hectáreas en Vetas.
36
En cuanto a la dimensión económica el Plan de Desarrollo de Vetas Santander desde 2008 se tenía como objetivo
mejorar la capacidad de obtener ingresos tanto en el área rural como en el área urbana. En el año 2005 se observó que
un 30,5% de la población percibió algún tipo de ingreso. Para la época, el desempleo registrado fue de 0,8%; único
año en el que se tiene información, lo que permite deducir que fue un porcentaje muy bajo con respecto a los promedios
nacionales que oscilaban entre el 14% y 16%. Según el Dane el desempleo es la población activa, que ha buscado
empleo y no ha tenido éxito, lo que nos lleva a concluir que a partir del segundo periodo presidencial de Álvaro Uribe
(2006- 2010) con el aumento de la actividad minera y el dinamismo del sector, en vez de mejorar los ingresos
económicos de los habitantes de Vetas en años posteriores lo que generó fue el aumento del desempleo tras la llegada
de las multinacionales y la pelea por no dejar realizar la extracción minera a gran escala (Plan de Desarrollo , 2008)
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cambio de actividades económicas y sociales dejando de un lado la actividad del campo (Semana,
2011)

3.5.3 Cultura y creencias de la población
Los municipios de Vetas y California se caracterizan por tener una tradición católica arraigada; las
fiestas más importantes giran en torno a festivales religiosas como la celebración de Semana Santa
y la Novena de Aguinaldos, y no permiten que se expresen de manera liberal otros cultos diferentes
al catolicismo, ni en el colegio, ni en la Alcaldía o en lugares públicos. Los habitantes de estos
municipios quienes en su mayoría son mineros artesanales llevaban prácticas religiosas al interior
de los socavones donde realizan la extracción minera, una tradición que data de la época colonial.
Las minas se encuentran ubicadas en la orilla de algunas quebradas, por lo que el agua es un
elemento principal para la labor de la extracción minera; a poca distancia se encuentran ubicados
los socavones con entradas pequeñas, al no tener la tecnología que se necesita para realizar la forma
de los socavones se generaba esta labor con la pala y el pico como instrumentos principales de
trabajos de los mineros artesanales, adicional a ello un elemento primordial que debe tener todo
socavón es la estatua de una virgen, quien los protege cuando están haciendo la labor para evitar
accidentes o muertes dentro de las minas, en otras palabras, es la patrona de los mineros, aunque
también hay altares a santos arcángeles y al divino niño la fe está puesta principalmente en la virgen
(Buitrago, 2012).

Los altares y la presencia de la estatua de la Virgen, representan un elemento fundamental para la
protección de los trabajadores. Al interior de los socavones han ocurrido accidentes por derrumbes
que se presentaron o accidentes derivados de la actividad minera; como esta actividad se lleva a
cabo de manera artesanal, no cuentan con las tecnologías apropiadas para evitar accidentes
laborales que pueden resultar fatales durante la práctica de extracción de oro, esa es la razón
principal por la cual se implementaron altares al interior de la mina. Vetas es un municipio muy
conservador y la fe los ha llevado a implementar estatuas que protejan a los mineros artesanos que
practican dicha labor, la creencia en la Virgen es quien les hace insertarse en la mina con seguridad
pese a diversos accidentes que hay, el hecho de preocuparse más por tener la imagen de la virgen
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que generar nuevas medidas de seguridad demuestra ante la sociedad que la fe es más importante
y se sienten protegidos ante la presencia de la virgen, a ella se recomiendan los mineros todos los
días cuando inician su jornada laboral.

3.6. Impactos Ambientales
Los conflictos ambientales en Colombia se presentan en la región Andina y en la costa Caribe, se
encuentra concentrada en esta zona el 90% de los habitantes del país, se observa que los conflictos
se producen en donde la población se ve más afectada por la falta de acceso al recurso natural o
por el impacto ambiental. De 72 conflictos, 61 (85%) se generan en esas dos regiones, 20 en el
Caribe y 43 conflictos en la región Andina, siendo los más afectados en esta región Valle, Caldas,
Antioquia y Santander; El Páramo de Santurbán, y allí el conflicto ambiental asociado a la
extracción de oro, es uno de los ecosistemas más afectados del país, pues en él se han desarrollado
y operado los principales proyectos hidroeléctricos del país, como la extracción y explotación del
subsuelo, que deja a su paso daños irreversibles e irreparables en este ecosistema donde habita flora
y fauna única (Rincón, 2014).

Entre las afectaciones ambientales se encuentra que la atmósfera recibe gran impacto ambiental
tras la actividad minera, debido a que los gases emitidos provienen de la combustión de la
maquinaria, pues se genera una mezcla explosiva de metano y aire a su vez eleva la contaminación
atmosférica, lo que genera impactos negativos tanto en el medioambiente como en los habitantes
que respiran el aire contaminado en las zonas aledañas a la realización de dicha actividad. Tal es
el caso en el Departamento de Santander, donde el páramo de Santurbán es el principal perjudicado.
La formación de aerosoles, que se generan en procesos de hidrometalurgia compuestos por alta
toxicidad como lo son el cianuro y el cobre para la extracción de oro dejan a su paso un deterioro
en la atmósfera. El impacto de la minería en el ambiente natural como el ruido, este se genera por
voladura, destrucción por medio de explosivos dejando gran impacto ambiental en el territorio; la
utilización de maquinaria pesada de arranque y el transporte utilizado, el cual genera contaminación
auditiva para quienes residen cerca. Esto altera la fauna, especialmente aves y abejas, y sus
consecuencias para la biodiversidad tanto animal como vegetal. La desertización, debido a la
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deforestación y pérdida del suelo fértil es un daño irreparable en el suelo que modifica el relieve
genera impacto visual; variación del ph que se presenta en las aguas por el drenaje ácido de la mina,
son los impactos ambientales que están degradando el Páramo de Santurbán. (Lillo, 2008)

La importancia de la flora y fauna que presenta el Páramo de Santurbán, se debe a su diversidad
biológica definida en 457 especies de plantas vasculares, helechos y afines, y 293 especies de fauna
vertebrada. Un páramo es un ecosistema vital que almacena, protege y regula el agua. La
conservación del ecosistema es importante por la creciente polución del aire con contaminantes
que se expulsan en el proceso de extracción de oro. Se necesita agua y para eso están los frailejones,
una planta que crece en el interior de los páramos, tiene la capacidad de brindar al suelo y otras
especies incluida al ser humano el recurso del agua, surge una preocupación elevada por la
extinción de esta planta que está presente en el Páramo de Santurbán (CDMB, 2015). Además, los
musgos, son plantas de alta distribución mundial se encuentran ubicados en lugares húmedos y
cercanos al agua; su importancia se debe a que aumenta la humedad en el ecosistema, disminuye
la erosión de los suelos y reduce la contaminación ambiental. El liquen también cumple funciones
ecológicas muy importantes dentro del ecosistema, estos organismos contribuyen a la creación del
suelo, de este ecosistema en su conjunto depende agua y están en riesgo por actividades de
extracción minera, pues el ciclo del agua en un Páramo consiste en el momento en que empieza a
llover; el agua penetra en la tierra y queda almacenada.

Estos impactos ambientales, como la extinción del ecosistema en su conjunto es la mayor
preocupación que se han desatado tras el anuncio de la llegada de multinacionales, los habitantes
mostraron su inconformidad ante la decisión del gobierno, Donaldo Suárez, residente en Vetas,
asegura que le inquieta el futuro de los mineros artesanales con la posibilidad de que lleguen nuevos
proyectos de explotación a gran escala. “Las grandes maquinarias que se utilizan perforan las rocas
y van a acabar el agua, oro puede haber, pero oro no tomamos, sino agua. O cómo se baña usted”.
Esta es una de las frases de un ciudadano de Vetas afirma que, pese a que siempre se ha explotado
el suelo de forma artesanal, esta práctica no genera los impactos tan graves como lo es la
perforación de rocas a gran escala que contamina el agua. Sin embargo, según lo estipulado en el
Plan de Desarrollo de Vetas de 2008, al analizar el entorno y las condiciones sociales puede
afirmarse que existen muchos factores de riesgo en la salud, la población vetana “tiene un alta
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dependencia económica, contaminación y hábitos no saludables con un fuerte impacto en la salud”
(Plan de Desarrollo, 2008), pues las sustancias psicoactivas, como el alcohol y el cigarrillo en el
tiempo libre no contribuyen a una vida sana, esto se debe a que utilizan su tiempo de ocio en lugares
no adecuados, por lo que se propuso espacio de formación para que se pusiera en marcha una
opción diferente de utilizar el tiempo libre, sin embargo, con la llegada de las multinacionales se
perdió el objetivo de vista, debido a que fomentaron lugares de ocio en donde las sustancias
psicoactivas están presentes. El sistema de acueducto del Área Metropolitana de Bucaramanga
toma las aguas de los ríos Suratá para abastecer la planta de Bosconia, del río Tona para la planta
de la Flora y del ríos Frío para la planta Florido blanca, las capacidad de estas plantas son de 2000,
1400 y 600 litros de agua por segundo (Jimeno, 2010; Grimaldos, 2016).

Frente a dicha situación la movilización de la comunidad y organizaciones como el Comité para la
Defensa del agua y del Páramo de Santurbán han paralizado proyectos tras charlas y
manifestaciones, en el año 2011 se detuvo el proyecto minero y obligar a la empresa Greystar a
retirar la solicitud de licencia ambiental, aunque el 2013 se generó un movimiento de 100.000
voces en defensa del agua ya que a pesar de que el Páramo fue declarado Parque Natural aun
persistía la amenaza de este ecosistema. Posteriormente en 2014, el Ministerios de Minas delimitó
el 80 % del páramo como área protegida a los que la comunidad santandereana considero una burla
e instauró una tutela en 2015 porque insistían que sus derechos fundamentales al debido “proceso,
a la participación, la igualdad, a la información, la salud, al consumo de agua potable y a la vida
digna –relacionada con el ambiente sano y el derecho de participación– fueron vulnerados”
(Cifuentes, 2017).

Sin embargo, en la actualidad, pese a las diferentes controversias que se han presentado desde 2010
por la pugna entre la delimitación del páramo de Santurbán y la práctica de actividad minera a gran
escala, tras declararlo en 2011 como parque natural, pasar por diferentes fases de extracción y
explotación aun con la declaración del gobierno. En 2017 aparece la Sociedad Minera de Santander
(MINESA), es una propiedad de la multinacional Mubadala Development Company que pertenece
al gobierno Abu Dadi, Emiratos Árabes Unidos, solicitó en Septiembre la autorización de licencias
ambientales para extraer 450000 onzas anuales de oro a la Agencia Nacional de Licencias
Ambientales, para la justificación del fallo de la Corte Constitucional que dictaba la prohibición de
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actividades mineras en los páramos del país, según la delimitación del Ministerio del Medio
Ambiente no pertenece al páramo, sino que está situada entre los municipios de California y Suratá.
Gracias al análisis del estudio de caso que toma por objeto la población de Vetas y California,
además del análisis documental y la situación de explotación minera que se presenta en ambos
municipios, se concluye que la presencia del gobierno por medio de entidades competentes como
ministerios de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) y de Minas y Energía ha tenido
una falta de prevención mediante estudios de impactos socioeconómicos, culturales y ambientales
sobre las comunidades de Vetas y California, que han pasado por varias fases. Se cambió la
dirección de la política pública en menos de dos años, primero con el establecimiento de Parque
Natural Regional y después con el planteamiento de delimitar la línea del Páramo de Santurbán;
sin embargo, en ninguno de estos dos planteamientos se tuvo en cuenta los impactos que se podían
generar en las comunidades, ni la implementación de planes que ayudarán a la comunidad a
adoptarse a estos cambios.
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CONCLUSIONES
La situación que se presenta en Colombia en torno al Boom minero que se desató desde la década
de 1990, deja un balance negativo para los diferentes sectores involucrados en esta actividad
económica. Las implicaciones sobre la política ambiental y minera del país, no ha permitido que
el sistema extractivista se posicione como el modelo de éxito para llevar a cabo el tan anhelado
desarrollo y crecimiento económico que los últimos gobiernos han intentado implementar en el
país.
Por su parte, como observamos a lo largo de esta investigación, las transiciones del marco legal
referentes a la minería en Colombia pueden entenderse a partir de dos categorías de análisis que
aún están en proceso de constituirse. En primer lugar, se encuentra una perspectiva institucional
que intenta consolidar procesos de regulación y control frente a las actividades extractivas; sin
embargo, la participación y la falta de claridad frente a las acciones de control demuestra que aun
la institucionalidad minera en Colombia no está preparada para afrontar los retos de una economía
que insiste en sustentar su sistema productivo en el sector minero energético.
En segundo lugar, está la perspectiva ambiental que comparte el mismo problema de la
institucionalidad. Pese a los esfuerzos realizados por consolidar un sistema nacional ambiental
fuerte, la política pública en torno a la protección y al mejoramiento del medio ambiente en
Colombia aún se encuentra en proceso de definición. Las constantes contradicciones en las
resoluciones y leyes aprobadas en torno a la prohibición de la explotación minera presentan un
panorama confuso al no tener claridad de cuándo y bajo qué instancias se puede llevar a cabo la
explotación de recursos. Llama la atención la manera en que la ley se puede modificar en
Colombia, y su alcance que depende de la capacidad económica de quien quiere alterar en su favor
un fallo o disposición legal y judicial.
En tercer lugar, se encuentra la perspectiva desde un panorama de afectación social y ambiental
en las zonas donde se ejecutan actividades económicas de gran impacto, entre las cuales destaca
la minería, impactos que se ven ejemplificados en los municipios de Vetas y California. En estas
poblaciones se hicieron evidentes las consecuencias de una decisión institucional tal como la
delimitación del páramo de Santurbán, ya que, desde el inicio de su protección en el año 2013, con
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la declaración del páramo como Parque Natural y su posterior delimitación en 2014, no se tuvieron
en cuenta las dinámicas locales de estas poblaciones.
La delimitación de Santurbán implicó la prohibición de toda actividad minera o agropecuaria en
las zonas delimitadas, y es como tal dicha prohibición la que ha generado una serie de afectaciones
en las comunidades aledañas; estas afectaciones se originaron a raíz de que es la minería la
principal actividad económica de estos municipios y al quedar prohibida, por un lado las empresas
tuvieron que parar sus operaciones, dejando sin empleo a un gran porcentaje de la población, y
por el otro lado las personas que quedaron sin empleo junto a mineros tradicionales de tipo
artesanal, han decidido continuar ejerciendo la extracción minera, ahora de forma ilegal. La
minería ilegal en estos municipios ha aumentado debido al desempleo y la incertidumbre de la
comunidad, y preocupa debido al alto riesgo que representa para la vida de los mineros ejecutar
esta práctica sin ninguna medida de protección. Ahora lo que se espera es una respuesta del
gobierno frente a la falta de garantías y de un plan de contingencia, que ayude a los municipios de
Vetas y California en el proceso de transición de una economía basada únicamente en el sector
primario, a una más diversificada.
A pesar del esfuerzo del Estado por tener una presencia y jurisdicción a través de las instituciones
en aquellos sitios en donde se llevan a cabo actividades extractivas, existe un fuerte problema
frente al control de la minería, principalmente en preceptos que tengan relación con la protección
ambiental, no existen alternativas viables para contrarrestar los efectos ambientales que se desatan
a raíz de la mega minería y/o la artesanal. Existe el sistema de regalías, pero no es suficiente para
suplir los daños ecológicos que sufren los territorios donde se llevan a cabo las actividades de
exploración y explotación de recursos naturales.
En la actualidad es el Código Minero el encargado de regular el extractivismo en Colombia; sus
antecedentes más importantes son el Decreto 2655 de 1988, La ley 685 de 2001, y la Ley 1382 de
2010. Por otra parte, dos de los precedentes más importantes con repercusiones en la legislación
minera son precisamente la instauración de la Constitución de 1991 y la creación del Ministerio
del Medio Ambiente en 1993. Para finalizar, el boom minero que se desató en Colombia, es un
ejemplo de cómo el modelo económico de acumulación y extracción no surgen para proporcionar
beneficios para toda la población, sino como el resultado de la evolución de las relaciones de poder
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entre las clases dominantes y su interacción con la lucha de clases desde abajo, y como se desatan
los nuevos conflictos sociales que rodean el boom minero.
Por último, teniendo en cuenta los acontecimientos actuales existe incertidumbre frente a los
escenarios futuros de la protección del Páramo de Santurbán y la continuidad de las prácticas
extractivas y agropecuarias en el mismo; pues en noviembre de 2017 la Corte Constitucional
decidió tumbar la delimitación del Páramo argumentando, como se ha reiterado a lo largo de este
escrito, que en el proceso no se tuvo en cuenta las necesidades de las comunidades de la zona. Lo
cierto es que la decisión de la Corte coincide con los anuncios de una inversión árabe por más de
$1.000 millones de dólares para extraer oro en Santurbán, lo cual pone en duda los verdaderos
intereses tras la decisión de la Corte Constitucional. En este orden de ideas, el futuro del Páramo
de Santurbán estará en manos del siguiente gobierno del país, que si bien puede incidir en el
desarrollo del cambio necesario donde exista un equilibrio entre las necesidades de la población y
la protección ambiental, podría también optar por sobreponer el desarrollo de proyectos mineros
en favor de la inversión extranjera.
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ANEXOS
4.1. Anexo No 1: Títulos mineros en el territorio colombiano entre el periodo 1998-2002

Fuente: Instituto Colombiano de Geología y Mineria- Ingeominas
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4.2. Anexo No 2: Títulos mineros en el territorio colombiano entre el periodo 2002-2009

Fuente: Instituto Colombiano de Geología y Minería- Ingeominas
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4.3.Anexo No 3: Títulos mineros en el territorio colombiano entre el periodo 2006-2009

Fuente: Instituto Colombiano de Geología y Minería- Ingeominas
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